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PREFACIO 

Nuestra tesis está orientada a hallar una conclwión válida que ROS permita explicar los 
conceptos e instituciones jurídicas que rigen el sistema concatonal marítimo. Como asimwno 
realizar propuestas tendentes a fomentar un procedirmento concesional ejicienre y  eficaz, orienta- 
do a conseguir el mejor aprovechamiento de nuestros blenes nacionales, contribuyendo de esta 
forma a crear las condiciones adecudas para posibilitar grandes inversrones en esm área. 

Lu concesión marítima es el acto que, a través del Mimsterio de Defensa Nacronal, crea 
derechos a favor de un particular sobre determrnados bienes nacionales, otorgándole el derecho 
de uso y  goce por un tiempo definido -producto de un procedimiento que se encuen~a reglado- 
para que el concesionario realice en ellos las octrvidades de acuerdo ul objeto de la concesión, 
sin menoscabo al bien común. 

En esta tesis no se analizan las concesiones de acuicultura. ya que en enero de 1992 se 
publicó la Ley General de Pesca y  Acu~ulrura y  posterrormente. en julio de 1993, el Reglamento 
de Concesiones y  Autoruaciones de Acuicultura, estableciendo un procedimiento distinto al de las 
concesiones marítimas. 

El progreso alcanzado por nuestro país en la última década ha hecho necesario dwersrficar 
nuestras actividades, concentrándose una de ellas en nuestros costas, mar territorial, ríos y  lagos. 
El masivo interés que ha generado el aprovechamiento de estas áreas, ha swcitado numerosos 
confkctos tanto entre particulares como de estos contra el Jisco e incluso entre drstintos entes u 
órganos. sean gubernamentales o no. A través de los arios la legislación ha venido formando 
en Chile lo que podría llamarse un régimen de concesiones marítimas, régimen que no ha sido 
uniforme a través de su formación, tanto en sus conceptos e instituciones jurídicas, como en su 
tramitación. 

Al analizar las hipótesis de trabajo que nos hemosfijado se puede aprecicrr en jornta general 
e/ objeto de esta tesis y  los temas que se tratarán, para intentar explicar el régrmen concesronal 
marítimo. 

Las siguientes serán nuestras hipótesis de trabajo: 

‘, Determinar si se ha cumphdo con el objetivo micial de la normativa de concesiones maríti- 
mas. A través de los años, como explicaremos, se ha producido un cambio en cuanto a la 
importancia y  uso de los bienes susceptibles de ser usados por un concesionario, puesto que 
inicialmente esta normativa tenía por función proteger estos bienes por MUVIPS de orden 
estratégico y, por ende, ejercer un control directo y  permanente en nuestro litoral. En razón 
de ello las concesiones marítm~os han estado bajo lo tuición del Ministerio de Defensa 1% 
cional. 

!’ Analizar la desviación sufrida por la normativa concesional marftima. Por medio del estudio 
de la historia legislativa que dice relacrón con la afectación de los bienes nacionales suscepti- 
bles de ser usados por los concestones marítimas, se ha llegado a concluir el creciente cambio 
de orientación, cada vez que se ha ido compattbiltznndo el interés estratégico del Estado con 
el de los particulares en cuanto 01 aprovechamiento de esta vasta zona confines económicos. 
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3’. La actual reglamentación de las concesiones marítimas y  su legislación complementaria están 
orientadas a permitir un sistema concesional sin trabas que favorezca la inversión en el borde 
costero. La legislación actual presenta varias críticas en cuanto a lo precario del derecho 
obtenido por el titular de una concesión marítima, lo que hace necesario plantear nuevas 
olternotivns que posibiliten la inversión y  de esta formo fomentar el desarrollo y  mejor apro- 
vechamiento de nuestro extenso litoral. 

4’. EI actual régimen concesionai marítimo permite coordinar el correcto empleo de los bienes 
nacionales de uso público en beneficio de toda la Nación. Esto toreo ha de ser permanente en 
la búsqueda del adecuado equilibrio entre las necesidades de desarrollo económico y  social 
del país. sin descuidar In importancia del nivel estratégico nacional de esta área, tanto desde 
el punto de vista económico como de la defensa y  seguridad nacional. que es el espíritu de la 
normativa concesional maritrma 

Desde hace ya algunos años se aprecia un importante auge en la explotación de las riquezas 
existentes en el sector marítimo, fruto de múltiples factores; por un lado desde el punto de vista 
geopolítica, en cuanto ~1 la importancia económica que ha alcanzado la zona de/ Asia Pac$co Sur 
íl); y  por otro, el sostenido crecimiento económico del país que ha generado nuevas posibilidades 
de inversión, dentro de las cuales se encuentra la relacionada con la actividad marítrma (II). 
Todo esto M puede desentenderse del desarrollo histórico de nuestra legislación. por cuanto cs 
determinante para apreciar cuálfue lo orientación de la normativa concesional marítima (III). 

1. ASPECTOS CEOPOLÍTICOS DEL 
TERRITORIO MARfTTMO CHILENO 

Desde el descubrimrento de Chile, su con- 
dición geográfica ha dejado en evidencia que 
es un pafs esencialmente marítimo. La realidad 
de este concepto es, desde luego. de geograffa, 
de ubicacibn en el continente, y  de su posición 
privilegiada al tener la llave de los estrechos y  
pasos marítimos que hacen posible la unión de 
los océanos Pacífico y  Atlántico. en el extremo 
austral de América. Sin embargo. cuando se 
habla de pafs esencialmente marítimo no ob- 
servamos que el territorio terrestre sobre el 
cual se asienta su organización polftica esté or- 
denada para sacar ventajas de su condición 
marftima’. 

La geopolítica dice relación con la influen- 
cia básica de los factores geográficos en la 
creación y  existencia de los Estados. De la in- 
fluencia del mar en el ciclo vital del Estado en 
relacibn con los campos de su administración, 
planificación y  desarrollo. conslderando nues- 
tra posición geográfica, surge la necesidad de 

’ MARTJNEZ BUSCH, Jorge. “El Territorto 
Oceánico de Chile y el Desarrollo Económico Na- 
cional”. RevIsta de Marina. N” 8 16, págs. 442.445, 
1991. 

una doctrina oceanopolítica fundada en la in- 
fluencia y  gravitación permanente que ejercen 
los espacios oceánicos en la fomwlaciún de 
políticas nacionales, en todos los niveles de 
nuestra sociedad*. 

Nuestra forma geográfica continental es 
una larga y  angosta faja de tierra, limitada por 
la cordillera al este y  dando frente por el oeste 
al mayor espacio maritimo que existe entre to- 
dos los océanos del mundo, como lo es el Pací- 
fico Sur Occidental. Este espacio marítimo de- 
finido como el territorio oceánico de Chile, es 
la continuidad de nuestros recursos naturales. 
Considerando adem& que nuestro transporte 
marítmo se desarrolla en toda la Cuenca del 
Pacífico y  que se dirige, casi en su totalidad. 
hacia el espacio que la apreciación oceano- 
polftica ha denominado como el arco exterior 
del desarrollo. Tanto es así. que nuestro mayor 
volumen de exportaciones se está dirigiendo 
hacia el extremo norte de dicho arco, que está 
representado principalmente por Japón. 

Al concluir la confrontación bipolar y  las 
políticas de bloque y  a partir del surguniento 
de grandes macrorregiones económicas que se 

2 MARTINEZ BCSCH, Jorge. “La Geopolitica 
y  la Oceanopolítica”. Revista Clulena de Geopo- 
lítm. Vo¡. S”, N” 3. págs SO -53, 1989. 
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extienden de un modo más equilibrado en el 
planeta. la política internacional se ha des- 
atlantizadoj. En un contexto en que los fac- 
tores internacionales están vinculados a la 
Innovación científica-tecnológica, a la organ- 
zauón financiero-productiva y  a la competiti- 
vidad comercial, el amplio espacio que cubre 
la Cuenca del Pacifico ha pasado a ser percibi- 
do como el area económica más importante del 
planeta. 

Esto debiera tener una incidencia muy 
grande en la revaloración del potencial mti- 
timo de Chile. Nuestro desafío consiste en de- 
jar de ser un psis que vive de espaldas al mar y  
asumir en forma decidida la condiciún que nos 
ofrecen nuestros cuatro mil doscientos kilóme- 
tros de costa, que abre un horizonte al porve- 
mr. Debemos aprender a apreciar nuestra con- 
dlción de ser el país con la mayor extensión 
maritima del hemisferio en el Octano Pacifico. 
lo que nos demanda centrar nuestros esfuerzos 
en integrar nuestro litoral al desarrollo. así 
como nuestra proyección hacm la Cuenca del 
Pacífico. 

Debemos asimilar el verdadero cambio su- 
frido por Chile al pasar de ser un país mtra- 
muros del Atlántico a pafs centro del Pacifico, 
la idea debe involucrar toda el área del espacio 
territorial, pero esto requIere un cambio de 
mentalidad. Hemos dejado de ser un país aisla- 
do por nuestras fronteras naturales, lo que an- 
tes el mar era lo que nos separaba del resto del 
mundo. hoy es lo que nos acerca. Esto nos ex,- 
ge aprovechar nuestra posición geogrática pa- 
sando a ser una eficiente sociedad de servicios. 
lo que hace necesario actuar antes que los cre- 
cimientos relativos de los espacios se acorten. 
Para lo cual debemos aprovechar nuestra ma- 
yor experiencia como Nación, ya que nos he- 
mos ganado un puesto en el mercado intema- 
cional. 

Además no nos debemos olvidar que los 
espacios terrestres del este, que representan el 
interland sudamericano o la zona intermedia 
de desarrollo. ubicada en el corazón del conti- 
nente, son el norte de Brasil. Paraguay. Boli- 
via, Uruguay y  el espacio interior argentino. 
Para estas zonas la manera más eficiente que 
sus productos salgan y  lleguen desde y  hacia el 
mercado Pacífico, es utilizando el territorio 

î BRAVO BRAVO, Luis. “Visión Geopolítica 
de Chile en el Pacifico”. Revista Seguridad Nacio- 
nal, N” 20. pQs 75 -89. 198 1. 

chileno casi en su totalidad. Para lo cual es 
importante fomentar la construcción de vías 
que permitan concretar la formación de corre- 
dores biocetiicos, lo que debe ir acompañado 
con la respectiva infraestructura de puerros, 
servicios de aduanas, red vial, etc. 

II IMPORTANCIA~CON~MICA 

En una época en que el mundo es un gran 
mercado, la posiclón geográfica de un país 
frente a los centros de consumo y  de produc- 
c16n es muy importante. Chile por el oeste en- 
frenta el mayor espacio marítimo que existe 
entre todos los océanos del mundo. El que 
debe ser utilizado como espacio natural de cre- 
clmiento y  desarrollo en el siglo XXI, es un 
concepto cada día más concreto, sobre todo si 
se observa el creciente intercambio de lxenes y  
servicios en el Pacifico. 

Debemos aprovechar nuestra prIvilegiada 
posición y  dar una valoración marítima que se 
impone como un elemento decisivo en nuestra 
estrategia de desarrollo. Parte de esa estrategia 
ha sido la apertura e integración a la economía 
mundial y  el creciente proceso de internacio- 
nalización. 

Nuestro espacio marítimo. que cuadrlphca 
nuestra superficie. se ha impuesto como una 
fuente de recursos msospechada. Representan- 
do, las exportaciones de los productos mar- 
nos, una participación superior al I 1.6% de las 
exportaciones nacionales”. El empleo en el 
sector creció alrededor de un 14%. llegando a 
dar trabajo a más de 122 mil personas. Todo 
ello qemplifica la creciente particlpaclón del 
mar en nuestra economía. 

Nuestro mar tambien cobra relieve en el 
contexto del desafío de la inserción mternacio- 
nal de Chile. Uno de los objetivos principales 
de nuestra politica exterior es integrarse al es- 
pacio del Asla-Pacifico. actualmente uno de 
los focos más dinámicos de la economía mun- 
dial. Esta es una nueva frontera para lo cual el 
mar es el cammo natural de comumcación e 
intercambio. Nuestra posición geográfica prl- 
vilegiada nos permite también ser un natural 
puente hacia el Asia-Pacífico para otros países 
latinoamericanos. 

i Informe del Mimsteno de Economía, Fomen- 
to y  Reconstrucción. Subsecretaría de Pesca. Enero 
a jumo de 1996 
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El borde costero constituye la continuidad 
natura1 y  el vinculo de integración de partes 
sustantivas del territorio nacional, como son el 
terrestre y  el oceánico, permitiendo la nece- 
sana proyección de uno en el otro y  que en el 
conjunto posibiliten un cabal aprovechamiento 
de sus potencialidades. 

La zona costera del país plantea. nslmismo, 
múltiples desafíos, pues constituye una franja 
sensible y  activa, dados los efectos de la inter- 
acción existente entre las actividades maríti- 
mas y  las terrestres, y  viceversa. Ellas incluyen 
la pesca, la acuicultura, el transporte marítmm, 
el asentamiento poblacional, la extracción de 
recurso& minerales, el turismo, los deportes 
nk~ticos y  la recreación. 

No podemos olvidar la Importancia socio- 
polírlca que representa la industria pesquera, 
sea como fuente de trabajo o de orden alimen- 
tlcio, atendidas las proyecciones politicas y  
económicas a nivel global de la Nación. 

Hoy más del 95% del comercio exterw 
chileno se transporta por vía marítima y  esta- 
mos entre los principales países productores de 
harina de pescado, salmones y  otros derivados 
de los recursos marinos, pero m&s allá de los 
proyectos en marcha se debe mirar a lo que no 
se ha hecho, porque nuestros recursos marmos 
correctamente aprovechados son fuentes de in- 
teresantes oportunidades de inversión. 

Es tarea del Estado crear un marco regu- 
latorio que permita un crecimiento dinámico 
de la actividad empresarial. Entre los avances 
de este campo están la incorporación del capi- 
tal privado al desarrollo de la infraestructura, 
de las telecomunicaciones, de los programas 
de educación y  el impulso al proceso de mo- 
dernización marítima nacional. 

Dicho esfuerzo debiera permitir convertir a 
Chile en una potencia emergente de caracterís- 
ticas oceámcas, de modo que fundamente su 
poder y  prosperidad en el desarrollo de los in- 
tereses propios de este orden bajo un marco 
marítimo; que proyecte al país cn lo político, 
económIco y  cultural hacia aquellos Estados 
de ultramar. sausfaciendo intereses mutuos, 
siendo la explotación de los recursos marinos, 
el desarrollo aplicado de las ciencias del mar y  
la cxpanaión de nuestra capacidad marítima, su 
base fundamenta15. 

’ MARTINEZ BLJSCH, Jorge. “Polítxa Oceá- 

n,ca Nacional, sugerencras para una fornwlación” 
Revista de Marina, N” 820, págs. 229.243, 1994. 

JII. HISTORIA LEGISLATIVA 

DE LAS CONCESIONES MARfTlMAS 

1. ANTECEDENTES HISPANOS 

Mientras nuestro pais formaba parte de las 
prowncias españolas de ultramar, quedó regIdo 
en materia marítima por las disposiciones jurí- 
kas de la metrópolis. Chile, al proclamar su 
independencia, se hallaba sometido a lar “Or- 
denanzas de Grandallana”, u Ordenanzas Gr- 
“erales de la Armada del Rey de España. dadas 
por el monarca Carlos IV, el 8 de marzo de 
1793. que establecian en su art. 8” precisas dls- 
posicmnes regulatorias respecto al “desemba- 
razo de sitios que deben quedar francos para el 
uso de la artillería de las murallas, castIllos y  
otras fortificaciones”, a cargo de los Capitanes 
de Puerto. Dichas ordenanza fueron citadas a 
su vez por la Novísima Recopilación de Indias 
y  por la Real Cédula del mismo monarca, el IX 
de septiembre de 1802. 

Entraron en vigor en la novel República de 
Chile por Decreto Supremo Dictatorial, el 27 
de julio de 1824. pese a que este decreto no 
fue promulgado, y  por lo rmsmo, no pudo ad- 
quirir la fuerza Jurídica que le habría corrcs- 
pondido. Sm embargo, rigiú por error de he- 
cho, puesto que en Chile se suponía vigente la 
Ordenanza de Grandallana, que había sido sus- 
pendida en España en 1806”. 

2. ANTECEDENTES DE LA REPUBLICA 

En 1848 se dictó la ley que fijó una organi- 
zación política y  administrativa especial para 
el territorio maritimo de la República, bajo la 
dependencia del Miniaterlo de Marina, com- 
prendiendo toda la costa y  mar Jurisdiccional 
nacional en un solo departamento, dividido po- 
líticamente en áreas que se denominaron 
Gobernaciones Marítimas, las que se subdiw- 
dirían en Subdelegaciones Marítimas, “como 
más conveniente a la matrícula de la gente de 
mar. a la mejor defensa de las costas”, a la 
buena policía de los mares de la República “4 
a la prolec&” de los intereses fiscales”. 

Postenormente, en 1887, la Ley de Reor- 
ganizaciún de Ministerios dejaba a cargo del 

6 PASCAL GARCIA-HUIDOBRO, Enrque. 
“Derecho Internacional Maritlmo”, tomo 11, Acadc- 
mia de Guerra Naval, pág. 51. 1986. 
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Mmwerio de Marina “la división del territorio 
marítimo y  la dirección de las oficinas desti- 
nadas a su servicio”, asignandose idtktica 
función de la Subsecretaria de Marina, en su 
respectivo nivel politice-administrativo, con- 
forme lo señala el D.S. (M) N” 2.160, de 1892, 
que aprueba el Reglamento Orgánico y  Fun- 
cional de ese órgano. 

Tanto la división del territorio marítimo, 
originada en 1848, como la tuición de este car- 
go del Ministerio de Marina y  de su Subsecre- 
taría de Marina. se han mantenido plenamente 
en vigencia, con las modificaciones pertinen- 
tes a las vivencias de cada Cpoca. hasta nues- 
tros días 

Con arreglo a la Ordenanza General de la 
Armada (título 7” del capitulo 5”) corresponde 
a la Autoridad Marítima todo lo concerniente a 
la policía. seguridad y  limpieza de los puertos, 
y  el art. 1” del Reglamento de 5 de octubre de 
1887 atribuye igualmente a dicha Autoridad la 
policía del mar territorial y  de los puertos’. 

El D.F.L. N” 7.912, de 1927, que modttica 
la Ley de Mmisterios de 1887, dispone en su 
art 9”, letra b), que al Ministerio de Marina 
corresponde “la concesión de varaderos y  pla- 
yas y  el pemiso para construir obras e rnstala- 
ciones de este orden”, asi como “la superri- 
gilancia de las nlas no sujetas a jurisdicción 
administrativa inmediata”. 

Por su parte, a la Dirección General del 
Territorio Marítimo (en adelante, D.G.T.M.), 
creada conforme la Ley N” 1.060. de 1898. se 
le reglamentaba su quehacer por el D.S. (M) 
N” 1.377, de 1919, contemplándose en su art. 
328 “la tramitación y  archivo de los expedlen- 
tes por establecimiento de chatas, boyas, mue- 
lles y  demás permisos que se relacionen con 
las playas del litoral”. 

3. COMPETENCIA PARA EL 
OTORGAMIENTO DE 

CONCESIONES MARITIMAS 

En 1931, el D.F.L. N” 210. establece que 
el Ministerio de Marina tendrá el control de 
las playas y  terrenos de playa para su urenda- 
miento, reglamentándose sus disposiciones 
mediante el D.S. (MI Ii“ 1.500. del mismo año. 

’ Contienda de competencia. Juez de letras de 
Lautaro con Capitán de Puerto de Coronel Revxta 
de Derecho y Junsprudencm, N” 5. segunda parte, 
págs. X-245, 1904 

A su vez, en 1935, mediante el D.S. (M) 
N” 1.686, se aprueba un nuevo Reglamento 
Orgánico para la D.G.T.M., en el cual se inclu- 
ye dentro de las funciones de la Sección Capi- 
tanías de Puerto “y la atención de las concesio- 
nes marítimas”. 

En 1950, por D.%(M) N” 1.293, se. actuali- 
za el Reglamento General sobre Concesiones 
Marítimas de 1949, con una amplia pormeno- 
nzación de sus materias, creándose, además, 
una Sección de Concesiones Marftlmas. de- 
pendiente de la D.G.T.M.. materia que con ello 
asume desde entonces una posiciún orgámca 
funcional especializada dentro de la Dirección 
General de ese Serric~o. 

En 1953 se dicta el D.F.L. N” 292, que fija 
la funcionalidad y  autonomla decislonal de la 
D.G.T.M.. disponiéndose que. entre otras ma- 
terias, corresponde a este Servicio “ejercer la 
fiscalización y  control de las playas y  de los 
terrenos fiscales de playa colindantes con 
estas en el mar, ríos y  lagos, de las rocas, fon- 
dos de mar y  porciones de agua dentro de las 
bahías, ríos y  lagos, y  a lo largo de las costas 
del litoral y  de las islas, cuyo control y  fiscali- 
zación otorgan las leyes al M.D.N. (MI”. ello. 
sin pejuiuo de la jurisdicción que, como 6r- 
gano del Estado le asigna el art. 6” del referido 
D.F.L. 

La funcionalidad de la D.G.T.M. se renue- 
va con la ley N” 18.011. de 1981, que en su 
art. 5” reemplaza el art. 3” del D.F.L. N” 292, 
de 1953, sobre este particular, ratificándola en 
su casi integralidad, quedando así, además. al 
amparo de las normas constitucionales de 
1980. 

En 1960, el D.F.L. N” 340 reemplaza al 
D.F.L. N” 210, de 1931, recogiéndose en este 
vigente cuerpo legal la experiencia más que 
centenaria del Estado respecto de las concesio- 
nes marítimas, fluviales y  lacustres a cargo del 
M.D.N. (M) en su plano político gubernamen- 
tal, y  de la D.G.T.M. en lo operativo o de eje- 
cución. 

Posteriormente. en 1968, se readecua el 
Reglamento General sobre Concesiones Ma- 
rftlmas, con el D.S. (M) N” 223. lo que igual- 
mente acontece en 1988, a través del D.S. (M) 
N” 660, dispoméndose con ello de un texto re- 
glamentario vigente y  actualizado. En diciem- 
bre de 1994 se modifica nuevamente el Regla- 
mento sobre Concesiones Marítimas, por el 
D.S.(M) N” 476, buscando facilitar el mecanis- 
mo de sohcitud de concesión y  reducir el tlem- 
pode tramitación de las mismas. 
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4. ACTUAL REGULACION NORMATIVA 
DE LAS CONCESIONES MARITIMAS 

Actualmente las concesiones maritimas es- 
tán reguladas en el D.F.L. N” 340, sobre Con- 
cestones Madtimas, de 6 de abril de 1960, y  
su reglamento fljado por Decreto Supremo 
(M) N” 660, de 14 de junio de 1988, modifica- 
do posteriormente por Decreto Supremo (M) 
N” 476, de 14 de diciembre de 1994. 

PRIMERA PARTE 

TEORfA DE LA CONCESIÓN MARfTIMA 

En esta primera parte se hará una exposi- 
ción de la situación general de las concesiones 
marítimas en nuestro derecho vigente. Para 
una mayor comprensión se expondrán previa- 
mente los conceptos jurfdicos referentes a la 
teoria del dominio público y  el vinculo que 
tiene el Estado con los bienes nacionales de 
uso público. Se analizará además la historia 
legislativa y  la legislación actual, lo que per- 
mitirá entender de mejor forma el derecho vi- 
gente. 

CAPfWLO 1 

EL DOMINIO PUBLICO SOBRE 
LOS BIENES SUSCEPTIBLES DE 

CONCESION MARITIMA 

1. Teoría del dominio público y  afecración 

El vínculo jurldico que tiene el Estado con 
ciertos bienes es denominado, por parte de la 
doctrina, domimo público. Cabe señalar que 
no es tarea de esta tesis analizar esta teorfa. 
por ello solamente nos limitaremos a hacer una 
breve exposición sobre la relación jurfdica en- 
tre el Estado con el dormmo público en ge- 
neral. 

Desde una perspectiva civilista no se pue- 
den explicar las instituciones del derecho ad- 
ministrativo, ni tampoco el vínculo del Estado 
con los blenes públicos; ya que. para el dere- 
cho administrativo, lo importante no dice rela- 
ción con la titularidad de estos bienes. sino que 
con las potestades de administración que se 
tienen sobre ellos. 

Por consiguiente, no interesa determinar 
quién detenta la titularidad de los bienes, sino 

la finalidad que cumplen y  si es púbhca le 
otorgara al bien tal carkter. Estos bienes pú- 
blicos no son del Estado, siendo estc el mero 
administrador, con las facultades o potestades 
que se quiera, pero su principal función es en- 
tregar su uso a la comunidad”. La finalidad pú- 
blica que justifica su inclusión en tal categoría 
se logra precisamente a través del otorgamien- 
to de derechos reales admuxstrativos a favor 
de los particulares. para su uso o aprovecha- 
miento común 0 particulary. Y es así como sur- 
ge el procedimiento concesional marítimo que 
se establece para otorgar derechos que dicen 
relación con el derecho creado, con su natura- 
leza jurídica, contemdos y  efectos. 

De esta forma se busca conjugar, armonio- 
samente, la potestad del Estado con el derecho 
del particular al uso, porque el Estado no po- 
drá siempre arrogarse el uso exclusivo de los 
bienes que son, más que del Estado, públicos. 

Afectación de los bienes públicos 

Los bienes nacionales de uso público, co- 
mo los bienes tiscales, forman parte de lo que 
se ha llamado dominio público. El problema 
de la naturaleza jurídica, de estos bienes. no 
dice relación con la titulandad, sino con su 
afectación. 

Es la afectac& una figura instrumental 
que opera por los medios normales del derecho 
y  en virtud de la cual se hace integrar un bien 
dentro de la categoria del dominio público. La 
afectación debe hacerse de manera expresa. 
siendo por ello necesaria una ley’“. 

La finalidad de la afectación dice relación 
con las finalidades que ha de cumplir el domi- 
mo público slendo estas muy cercanas a las 
propms de la actiwdad administrativa que tie- 
nen como justificación. en forma amplia, el in- 
terés público. Y es este interés el que justifica 
el otorgamiento de derechos reales de uso a 
favor de los particulares, a través de la conce- 

h VERGARA BLANCO, Alejandro. “Teoría 
del Dommio Público y  Afectación Minera”. RevIsta 
Chilena de Derecho, Val. 17, págs. 13X-139. 1990 

y VERGARA BLANCO, Alejandro “Prinw 
pws y  Slstsma del Derecho Mmero. Estudio Históti- 
co Dogmdnco”, Editorial Jurídica de Chile, p6g 
205, 1992. 

‘(’ VERGARA BLANCO, Alejandro. “Teoría 
del Dominio Público y Afectaaón Minera”. Revista 
Chilena de Derecho, Val. 17, pág. 153, 1990. 



19981 NAVARRETE REGIMEN JURIDICO DE LAS CONCESIONES MARITIMAS 959 

sión, le autoriza además para que, en uso de 
sus facultades interventoras, dicte a su respec- 
to medidas tendentes a su protección. Así, 
se materializa la estrecha relación del dominio 
público con las funciones de la Administra- 
ción, especialmente con sus potestades. 

Una vez afectado los bienes de dominio 
público pasan a tener la categoría de bienes 
inalienables e imprescriptibles, con matiza- 
clones, del mismo modo se trata de un dominio 
inembargable. El dominio público nunca se 
traspasa al particular como tal, smo que conti- 
núa siendo, en forma absoluta y  exclusiva, ad- 
ministrado por el Estado. en razón del interts 
público envuelto”. 

2. Legislación chilena en cumto al vínculo 
del Estado con los bienes nacionales de 
uso píblico llamados “marítimos” 

La naturaleza jurídica del vínculo que exis- 
te entre el Estado y  los bienes de dominio pú- 
blico está formulada casi como una verdadera 
propiedad. cuyo titular es precisamente el Es- 
tado representado por sus distintos organis- 
mos, pero luego se asocia a un interés general. 
Esta vmculaclón del Estado con ciertos bienes 
en los cuales hay envuelto intereses públicos, 
de donde surgen potestades estatales, son lla- 
mados no sólo a ser usados, gozados y  dis- 
puestos por él, sino que prioritariamente, aun 
cuando en forma indlwdual, por los particula- 
rer, pero a través de reglas impuestas por el 
Estado’?. 

Este vínculo de Índole público con relación 
a las concesiones marítimas está fundado en 
las facultades de control, fiscalización y  super- 
vigilancia que el D.F.L. N” 340, de 1960, en el 
art 3”. otorga a la Subsecretarfa de Marina. Des- 
de los comienzos de nuestra vida republicana 
se han entregado estas facultades al Ministerio 
de Defensa Nacional (M), dejando baJo su tui- 
ción bienes nacionales del territorio acuático. 

Tal accionar responde en un principio, ex- 
clusivamente, a necesidades estratkgicas de la 
defensa nacional, las que han ido conjugándo- 
se en un balanceado equilibrio con las necesi- 

‘I VERGARA BLANCO, AleJandro. “Pnnci- 
pios y  Sistema del Derecho Minero, Estudio Hlstóri- 
co Dogmático”, Editorial Jurídica de Chile, pág. 
249, 1992 

I2 VERGARA BLANCO, Alejandro. “Teoría 
del Dommio Público y  Afectación Minera”. Revxta 
Chilena de Derecho, Val. 17. pbg. 152. 1990. 

dades de desarrollo económico y  soclal del 
pafs. La normativa legal y  reglamentaria de las 
concesiones marítimas ha sldo permanente- 
mente renovada, adecuándose a los requeri- 
mientos de los cambios administrativos, tkni- 
cos y  operativos, pero sin modificar el espíritu 
que la inspiró. 

Dentro de la historia de las leyes y  decre- 
tos leyes relativos a la administración de los 
bienes nacionales, tanto los de uso público 
como tiscales. se ha observado un renovado y  
creciente énfasis en orientar las concesiones 
marítimas a obtener un mayor y  mejor aprove- 
chamiento de los recursos naturales que se en- 
cuentran relacionados con la actividad maríti- 
ma, sin desculdar la importancia de nivel 
estratkgico nacional de esta área, tanto del 
punto de vista económico como de la defensa 
y  seguridad nacional13. 

El carácter eminentemente evolutivo en lo 
empresarial y  permanente en lo estratégico del 
frente marítimo nacional es la característica que 
ha representado, centenariamente. la designa- 
ción del Mmisterio de Defensa (M) para el con- 
trol. fiscalización y  supervigilancia del terri- 
torio acu8tico nacional, y  el otorgamlento de 
concesiones y  destinaciones para el uso y  goce 
en cualqmer forma de sectores específicos. 

A) Bienes nacionales de dominio púbhco 

En materia de bienes vinculados al Estado, 
es el Código Ciwl el principal cuerpo jurídico, 
y  de sus concepciones han partido los desarro- 
llos de las leyes posteriores, sean de índole 
administrativa o no14. 

‘? Arrs. 5” y  6” del D L N” I 939, de 1977. con 
sus posteriores modificaclones: Ley N” 18.225. de 
1983 y  Ley N’ 18.523, de 1986. Ley N” 19 072. de 
1991 y  Ley N” 19 256. de 1993. En los antecedentes 
relativos a la historia de la Ley N” 18.223 se señala 
que tal modificación ha tenido por obJeto “Cumphr 
con las necesldades de que el Eqtado, por razones de 
orden estnttgico y  de segundad nacional. e,erra un 
conrrol directo y  permanente en ““estro I~toral. no 
~610 hasta donde alcanza el agua s” sus rn& altas 
mareas, smo que también en los denominados terre- 
nos de playas fiscales, defmidos como aquellos 
comprendldos dentro de una franja de 80 m de an- 
cho medidos desde la linea de mti alta marea de la 
costa del htoral”. 

lJ LIRA URQUIETA, Pedro Nota al Código 
CWII en “Obras Completas” de Bello, N” 851. 12, 
cn el título III, “De los Bienes Nacionales” señala: 
“Aquí hay preceptos no únicamente civks, smo ad- 
ministrativos, y  aun de sabor internacional”. pig. 
413.1954. 
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En el Título 111 del Código Civil. “De los 
Bienes Nacionales”, se han establecido diver- 
sos bienes, clasificándose en bienes nacionales 
de uso público y  bienes fiscales. En su art. 589 
establece la diferencia entre dichos bienes: 

Se llaman bienes nacionales aquellos cuyo 
dominio pertenece ala nación toda. 
Si ademds su uso pertenece a todos los 
habitantes de la nación, como el de calles, 
plazas. puentes y  caminos, el mar adyacen- 
te y  sus playas, se llaman bienes naciona- 
les de uso público o bienes públicos. 
Los bienes nacionales cuyo oso no pertene- 
ce generalmente a los habitantes, se llaman 
bienes del Estado o bienesfiscales. 

Con respecto a los bienes nacionales de 
uso público para que sean considerados como 
tales deben estar necesariamente afectados a 
un uso público y  respecto a los bienes fiscales 
estos deben estar destinados al uso indirecto de 
los habitantes, es decir, deben estar afectados a 
un servicio público en particular. 

B) Clasificación de las aguas 

Las aguas se dividen en maritimas y  te- 
rrestres. Las marítimas se subdividen, a so vez, 
en el mar territorial de 12 millas, la zona con- 
tigua de 24 millas y  la zona econbmica exclu- 
siva de 200 millas, todas estas son bienes de 
dominio público que están bajo la tuición del 
M.D.N. CM). 

Respecto de las aguas terrestres, hay una 
parcial dominicalización o publificación de 
ellas, existiendo aguas terrestres de dominio 
público y  otras de dominio privado, lo que 
hace más difícil su distinción. Las aguas te- 
rrestres se subdividen en: 

a) Aguu: Son bienes nacionales de oso públi- 
co y  se otorga a los particulares el derecho 
real de aprovechamiento que consiste en 
el uso y  goce de ellas en conformidad a las 
reglas que prescribe el Código de Aguas. 

b) Lagos: Legalmente, los lagos se dlviden en 
nacionales de uso público y  de propiedad 
particular. Los primeros son los que pue- 
den navegarse por buques de más de cien 
toneladas. Y los que no cumplen este re- 
qukto pertenecen a la segunda categoría, 
y  su propiedad, uso y  goce pertenecen, 
como dice el art. 597 del Código Civil, a 
los propietarios ribereños. 

Los lagos situados en terrenos fiscales 
serti nacionales de uso público si pueden na- 
vegarse por buques de más de cien toneladas y  
serán bienes patrimoniales del Estado si no 
cumplen con esta condición. 

La clasificación en el art. 597 ha tenido 
por objeto segregar del dominio privado aque- 
llos lagos que por su magnitud y  prohmdidad 
pueden prestar al público servicios como los 
de la navegación, pesca y  acucultura, entre 
otros. 

El legislador ha necesitado tomar una base 
para distinguir los lagos en que pueden prestar 
utilidad pública y  ha creido encontrarla en la 
susceptibihdad de la navegacibn por buques de 
más de cien toneladas, ya que no era posible 
dejar todos los lagos vinculados al dominio del 
propietario del suelo. 

El Código Civil habla de navegaciiín por 
buques de más de cien toneladas. Navegar es 
viajar, recorrer alguna distancia en una embar- 
cación, navegar es más que flotar. No basta 
que en un lago pueda flotar un buque de más 
de cien toneladas para que se diga que el depó- 
sito de agua es navegable por buques de esa 
capacidad. 

c) Ríos: Los ríos navegables por buques de 
más de cien toneladas son bienes naciona- 
les de uso público, así como también la 
extensión de los ríos que no son navega- 
bles por buques de dicho tonelaje, en que 
es& afectados por las mareas. 

Los lagos y  rios caen bajo las facultades 
de la D.G.T.M., puesto que el D.F.L. N” 292 
de 25 de julio de 1953, en su art. 3”, letras b), 
e) y  m), entrega a esta dirección “el estudio 
de la organización y  desarrollo del trans- 
porte maritimo, fluvial 0 lacustre”; lo mismo 
que las fonclones de policía “marítima, flu- 
vial y  lacustre”. Asimismo, la fiscalización y  
control de las playas “en el mar, ríos y  la- 
gos”, al igual que las rocas, fondos y  porc~o- 
nes de agua “dentro de las bahías. ríos y  
lagos”. 

La ley establece que corresponde a todos 
los particulares, sin excepción alguna, el uso y  
goce de los blenes nacionales de uso público. 
S610 se les puede privar de este derecho, en 
virtud de una ley que entregue el uso exclusi- 
vo de los bienes nacionales de uso púbbco, a 
un tercero, pero esta concesión debe tener 
como objeto el interés general de la comunl- 
dad, sin afectar derechos ajenos. 
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3. Marco jurídico de la administración 
de las concesiones marítimas 

AI Breve sintesis hist6rico-legislativa 

Desde los inicios de nuestra vida como 
país independiente, la administración de los 
bienes nacionales ha sido una de las prmcipa- 
les preocupaciones del Gobierno y  Parlamento. 
lo que se representa con las diversas leyes y  
decretos supremos que regulan esa materia, de 
las cuales se citan a continuación las más se- 
ñeras: 

La Ley Orgánica de Ministerios de 1833, 
en su art. 4”. N” 4. disponia que correspondía 
al Ministerio de Hacienda “la administración y  
conservación de los bienes nacionales y  mos- 
trencos, y  todo lo relativo a baldios”. 0 sea, 
los bienes nacionales de uso público y  fiscales, 
los bienes sin dueño conocido que pasan al Es- 
tado y  los bienes yermos y  estériles que no se 
labran. 

Reorganizados los Ministertos por ley del 
21 de junio de 1887, en su art. 5”. N” 4, se 
dispuso que correspondía al despacho del De- 
partamento de Hauenda “lo concerniente a los 
terrenos baldíos y  demás propiedades fiscales 
cuya administración y  conservación no ertén 
especialmente encomendados a otro departa- 
mento y  el inventario de todos los bienes na- 
cionales de cualquier naturaleza que sean”. 

El D.F.L. N” 7.912, de 1927, que reorgani- 
za los Ministerios de Estado, asigna en su art. 
6”, letra d) al Ministerio de Hacienda todo lo 
relativo a los bienes nacionales y  baldíos que 
no corresponda expresamente a otro Ministe- 
rio; y  en su letra e), “la custodia. registro e 
inventano de los bienes nacionales”. 

Asimismo, en el art. 9”, letra b) del mismo 
D.F.L., se asigna al Mmisterio de Marina “el 
estudio. construcciún. conservación y  explota- 
ción comercial de los puertos. muelles, pescan- 
tes y  demzís obras fiscales relacionadas con el 
embarque y  desembarque de mercaderfas”; y  
en su letra c), “la concesión de varaderos y  
playas y  el permiso para construir obras e ins- 
talaciones de este orden”. 

Por D.F.L. N” 243, de 1931, se establecen 
los Departamentos de Estado a la sazón, inclu- 
yendo al Ministerio de Tierras y  Colonización, 
a quien se transfieren las facultades de admi- 
nistraclón general del Estado pertinentes a la 
tuición sobre los bienes nacionales. En 1953, 
mediante el D.F.L. N” 336. se refunden y  
sistematizan esas facultades y  se dispone que 

tales funciones serían ejercidas por ese órgano 
superior “sin perjuicio de las excepciones le- 
gales”. Dentro de ellas estaban las normas es- 
pecíficas respecto de las concesiones mariti- 
mas, asignadas por el D.F.L. N” 210, de 193 1, 
al Ministerio de Marina. 

En 1977 se dictó el D.L. N” 1.939, que fija 
las normas sobre adquisición, administracxón y  
disposición de bienes del Estado, ratltic&ndose 
que la facultad del Presidente de la República 
a este respecto se ejercerá por intermedio del 
Ministerio de Tierras y  Colonización, “sin per- 
juicio de las excepciones legales”. 

Por D.L. N” 3.274. del 25 de marzo de 
1980, se da una nueva estructura al Ministerio 
de Tierras y  Colonización, que pasa a deno- 
minarse “Ministerio de Bienes Nacionales”, 
asignándosele todas las funciones y  atribucio- 
nes de aquel, lo que se reglamenta mediante el 
D.S. (BB. NN.) N” 386, del 17 de julio de 
1981’5. 

B) Bienes nacionales sujetos a la 
administrackm del Ministerio de 
Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina 

Es facultad privativa del Ministerio de De- 
fensa (M) otorgar el uso particular en cual- 
quier forma de las playas y  terrenos de playa, a 
través de concesiones marítimas, de tal manera 
que esta prerrogativa ha de entenderse dentro 
de las excepciones legales que contempla el 
D.L. N” 1.939, de 1977. sobre Adquisición, 
Admimstración y  Disposiciones de Bienes del 
Estado, en su art. 1”: Las facultades de adqusl- 
ción. administración y  disposición sobre los 
bienes del Estado o fiscales que corresponde al 
Presidente de la República, las ejercerá por in- 
termedm del Ministerio de Bienes Nacionales, 
sin perjuiclo de las excepciones legales. 

El D.F.L. N” 340, de 1960, sobre Conce- 
siones Matitlmas, constituye una de las “ex- 
cepc~ones legales” a que se refiere el texto le- 
gislativo anterior, pues en su art. 1” otorga al 
Ministerio de Defensa el control, fiscabzaclón 

I5 Al respecto. es de sumo interés ver los dictá- 
menes de la Contnlon’a General de la República 
N” 0101152, de 5 de mano de 1980; N” 041125, de 
30 de octubre de 1980; y  N” 20.815, de 4 de sep- 
tiembre de 1985, sobre las potestades de los Mi- 
ntsterms de Bienes Nacionales y  de Defensa. en 
relac~bn a los bienes nacionales bajo sus corres- 
pondientes competencms. 
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ANEXO A 

PLAYA DE MAR 0 LITORAL 

[Val. 25 

6Omb. : 

PORCION DE AGUA i-i-i 
(At lo n’ 26) j PLAYADEMAR 

4 1 
: TERRENODE 

(Art. 1’ n’25) : 
; 

PLAYA ; 
~ (At 1°nD34) j 

LINEA DE LA MAS WA MAREA (Art 1’ no 17) 

FONDODEMAR ; 
(Art. 10 n’ 17) ; Re,.: D.S No 660 DEL 14 DE JUNIO 1966 

TERRENO DE PLAYA 

LINEA HASTA DONDE LLEGAN LAS OLAS DURANTE LAS MAS ALTAS MAREAS 

I 

PLAYA DE MAR 

LINEA DE LA MAS BAJA MAREA 

PORCION DE AGUA 
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y  supervigilancia de toda la costa y  mar terri- 
torial de la República y  de los ríos y  lagos que 
son navegables por buques de mis de cien to- 
neladas. 

Corresponde al M.D.N. (M) la administra- 
ción de los siguIentes bienes de acuerdo a co- 
mo lo establece el art. 2” del D.F.L. &” 340, de 
196Ol”: 

Bienes nacionctles de uso público: Playas 
de mar; fondos de mar; porciones de agua 
dentro y  fuera de la bahfa; rocas; respecto 
de los mismos bienes señalados anterior- 
mente. en los ríos y  lagos navegables por 
buques de más de cien toneladas; o en los 
ríos que no sean navegables por buques de 
dicho tonelaje comprenderá sólo sobre la 
extensión en que estén afectados por las 
mareas. 
Bienes $scuks: Terrenos de playa fiscales 
dentro de una faja de 80 m medidos de la 
línea de más alta marea de la costa del lito- 
ral; terrenos fiscales riberanos de ríos y  la- 
gos navegables por buques de más de cien 
toneladas; o en los que no siéndolos en la 
extensión en que estén afectados por las 
mareas, hasta la distancia de 80 m medidos 
desde donde comienza la ribera; y  mejoras 
fiscales. 

La administración sc materializa mediante 
el eJerciclo de la facultad prlvatwa que le en- 
trega la ley para conceder el uso partxular de 
tales bienes. Los bienes nacionales de uso pú- 
blico antes indicados, por su naturaleza. no son 
susceptibles de dominio privado. 

Por su parte, respecto de los terrenos de 
playa fiscales, ubicados dentro de la franja de 
80 m medidos desde la linea de más alta ma- 
rea de la costa del lltoral. el art. 6” del D.L. 
N” 1.939, de 1977, prohibe su enajenación a 
cualquier titulo, señalándose que estos ~610 
son susceptibles de actos de administración 
por el M.D.N. (M)“. 

Excepcionalmente los terrenos de playa 
fiscales pueden ser transferidos, previo infor- 
me favorable de la Comandancia en Jefe de la 
Armada, en los siguientes casos: 

a) Los sltuados en la X y  XI regiones, a per- 
sonas naturales chilenas, en las condicio- 
nes señalas por el art. 6” mencmnado; y  

Ib Véanse en esta tesis, los Anexos A y  B. 
” Contraloria General de la República. Docta- 

men N” 20.815, de 4 de septiembre de 1985. 

b) A personas juridicas chilenas, sin fines de 
lucro, cuyo objeto sea el cultivo o propaga- 
ción de las letras o de las artes, quedando 
las entidades beneficiadas impedidas de 
enajenarlos 0 gravarlos. 

CAPÍTULO 11 

PROCEDIMIENTO CONCESIONAL 
MARITIMO. SU ESTRUCTURA 

1. Teoría de la concesión 

La concesión es, antes que nada, dentro del 
procedimiento, un acto de la Adnumstración, 
en virtud del cual se crean derechos a favor del 
particular, que surge producto de un procedi- 
miento administrativo que se encuentra regla- 
do, cuya tramitación consiste en una serie de 
actos-trámites, los cuales. necesariamente. de- 
ben llevar un acto final denegatorio u otorga- 
torio de la concesión respectiva’s. 

A través de la concesión, la Administra- 
ción entrega un derecho nuevo al interesado, 
que emana de leyes mediante las cuales el Es- 
tado, en beneficxo del interés público y  con la 
finalidad de satisfacer necesldades colectivas, 
autonza a un particular el uso de un bien na- 
cional de uso público o un bien fiscal, por un 
plazo determinado, fijándose detalladamente 
las diversas condiciones. modalidades y  regu- 
laciones de distinto orden a que debe ajustarse 
el concesionario y  los deberes y  derechos del 
mismo frente a los particulares. y  facultándose 
a la Administración para declarar caducada la 
concesión en ciertos casos. Esta concesión no 
puede ser calificada como contrato de derecho 
privado, porque es un acto de derecho púbko 
o admimstrativo”. De modo que no pueden 
serle aplicables las disposiciones del Codigo 
Civil sobre contratos, ya que la voluntad del 
Estado ha sido la única revestida de valor juti- 
dico en la relación creada por la conceslún, la 
voluntad del concesionwio aceptó la relación, 
pero no concurrió a formarla jurfdicamente. 

Ix VERGARA BLANCO, Alejandro “La con- 
cesión eléctrica, procedimiento, servidumbres y  
ocupación del suelo privado y  público. Proposlclo- 
nes concreus de cambms legislativos”. Revista Chi- 
lena de Derecho, Vol. 2 1, N” 3, p5g. 495, 1994. 

Iy Casación en el fondo Testart con Fisco 
Concesión de aeronavegaclón comercml. Revista de 
Derecho y  Jurisprudencia. segunda parte. sección 
primera. p8gs. 513-538, 1947 
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ANEXO B 

PLAYA DE RI0 0 LAGO 

[Val. 2s 

$omts : 

PORCION DE AGUA ,---* : c-----, : 

(Alt 1’ no 2.3) PLAYADERIO i TERRENODE 
. OIAGO j 

(Art. lo n’ 25) 
PLAYA j 

; (ArLl”n”3-l) j 

LINEA DE fAS AGUAS MAXIMAS (Art fo n’ í7) 

LINEA DE LAS AGUAS MINIMAS (Art. lo nn 17) 

RIBERA 
A 

/ 
(Ad 10 n” 32) 

4 

FONDO DE RI0 0 LAGO i 
(At lo no 17) Ref : D.S N’ 660 DEL 14 DE JUNIO 1989 

TERRENOS FISCALES 
TUICION: MINISTERIO BS NN. 
(BIEN DEL ESTADO 0 BIEN FISCAL) 

LIMITE DELTERRENO DE PLAYA TERRENOS 

T  ... .““... ..---.--.......--..-.....-...--..---.--- 
PARTICULARES 

TERRENOS DE PLAYA 80 
TUICION: MINISTERIO DE DEFENSA mis. 
(BIEN DEL ESTADO 0 BIEN FISCAL) 

l LINEA DE IAS AGUAS MAXIMAS 

SECTOR DE PLAYA DE RI0 0 LAGO 
TUICION: MINISTERIO DE DEFENSA 

TERRENO DE PLAYA (BIEN NACIONAL DE USO PUBLICO 0 BIEN PUBLICO) 
(RELLENO) 

UNEA DE LAS AGUAS MINIMAS 

SECTOR DE FONDO DE RI0 0 LAGO Y PORCIONES DE AGUA 
TUICION: MINISTERIO DE DEFENSA 
(BIEN NACIONAL DE USO PUBLICO 0 SIEN PUBLICO) 
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El Estado sólo consideró el interés público 
como primordial y  determinante, y  solamente 
en forma subsidiaria tomó en cuenta el inter& 
particular favorecido con ella. La actividad ad- 
ministrativa tiene como fin directo el cuidado 
del interés público, debiendo obrar la Admi- 
nistración como autoridad, según la norma de 
derecho público; todo esto revela la cahdad 
de acto de imperio del acto de concesiún. Si tal 
acto cs de imperio, no es concebible que en su 
formación participe el privado concesionario. 

El concesionario es, en el fondo. un cola- 
borador de la Administración en cuanto a la 
explotación del dominio público o la gestión 
de un servicio público, por ejemplo. Así, a tra- 
vés de la institución de la concesión. tanto los 
parnculares como el Estado han encontrado un 
medio eficaz para compatibilirar sus dos inte- 
reses proplos, el interk del particular de adqul- 
rir un derecho de uso. y  satisfacer así su deseo 
de obtener ventajas personales; y  el interés del 
Estado de satisfacer el interés público, permi- 
tiendo y  promoviendo el uso dc los recursos 
naturales, sin menoscabo del interés comúnzO. 

Del acto administrativo “concesión” sur- 
gen múltiples derechos subjetivos en favor del 
concesionario. que este puede hacer valer con 
respecto al propio Estado y  a cualquier per- 
sona natural o jurídica, que la concesión 
confiere. Estos derechos no pueden ser desco- 
nocidos, abrogados o violados, sin la corrcs- 
pondiente indemnización en tal evento, lo que 
significa que frente al acto administrativo 
“concesión” hay que considerar la relación en- 
tre la Administración y  el concesionario, que 
se forma en virtud de las prestaclones de ca- 
rácter económuzo que recíproca y  obligatoria- 
mente pueden ambas partes establecer, esto úl- 
timo representa una solución de justicia que 
hace nacer la precariedad del título que ad- 
quiere el concesionario por el acto del Estado 
concedente. 

La concesión permite elegir los sujetos 
más capaces 0 con mayores garantfas para que 
la indicada actividad se cumpla en el sentido 
que al interés público convenga; tasar de una 
manera previa y  bien delimitada el contenido 
de las facultades de ejercicio que se transmi- 
ten, en función del objetivo social que con ello 

X’ VERGARA BLANCO. Alejandro. “Princi- 
pos y Sistema del Derecho Mmaro, Estudio Históti- 

co DogmBtico”, Editorial Junídica de Chk, p&g 
2.59, 1992. 

se pretende; imponer, a la vez, el elercicm de 
una manera forzosa. de modo que elimine la 
posibilidad de un no ejercicio, que se Juzga 
contrario al interés general, estimándose 
subentendida la facultad del Estado de poner 
fin en cualquier momento. mediante la decla- 
ración de caducidad, siempre que el Interés pú- 
blico superior así lo aconseje. La Admmlstra- 
clón no puede renunciar en caso alguno a esta 
facultad. ya que no le sería lícito desprenderse 
de las atribuciones Inherentes a su autondad. 

La concesión marítima es el acto que. a 
través del Mmlstcrio de Defensa Nacional, 
crea derechos a favor de un particular sobre 
determinados bienes nacIonales de uso público 
o fiscales, otorgándole su uso y  goce por un 
tiempo defimdo -producto de un procedlmlcn- 
to que se encuentra reglad- para que el con- 
cesionario realice en ellos las actlwdades de 
acuerdo al objeto de la concesión, sm menos- 
cabo al bien común. 

El régimen legal sobre concesiones ma- 
rítimas de las playas y  terrenos de playas se 
contiene fundamentalmente en el D.F.L 
N” 340, de 1960. Según sus arts. 2” y  3” es 
facultad privativa de la Subsccretatia de MarI- 
na conceder el uso particular en cualquera for- 
ma, de las playas y  terrenos de playas liscales 
y  otorgar las demás concesiones marítimas so- 
bre los bienes que se encuentran en estos luga- 
res. cualquiera que sea el uso a que de destine 
la concesibn. 

Si estas concesiones son conferidas por un 
plazo inferior a un año y  recaen sobre blcnes 
de escasa importancia y  de carácter transitorio. 
se denominan permisos o autornaciones y  son 
otorgados directamente por la D.G.T.M. 

Las demás concesiones se confieren por 
Decreto Supremo del Ministerio de Defen- 
sa (M). El art. 4” del D.F.L. N” 340. de 1960, 
señala que se podrán otorgar concesiones gra- 
tuitas a las municipalidades y  a otras mstitu- 
clones; pero si estas se destman a fines de IU- 
cro o se ceden o traspasan a particulares se 
transforman en onerosas y  deberán pagar las 
rentas que se Indiquen. La forma, el proced- 
miento y  las demás condiciones que rigen esta 
clase de concesiones se encuentran reguladas 
por el Reglamento sobre Concesiones Marítl- 
mas, aprobado por el D.S. N” 660, de 1988, del 
Mimsterio de Defensa. 
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Corresponde también al Ministerio de De- 
fensa (M) destinar a reparticiones fiscales, a 
través del respectivo Ministerio, los bienes 
nacionales de uso público o blenes fiscales, re- 
gxdos por el D.F.L. N” 340, por el Reglamento 
de Concesiones Marknas y  en forma com- 
plementaria por el art. 6” del D.L. N” 1.939, de 
1977, el cual establece que tales bienes fis- 
cales ~610 son susceptibles de actos de ad- 
ministración por parte del Ministerio de De- 
fensa (M). 

Consecuente con lo expresado, pueden so- 
licitar la destinación de alguno de los bxnes 
de que se trata, las reparticiones u organismos 
del Estado que lo precisen para el cumplimien- 
to de su función pública, trkmite que deben 
realizar por medio del Ministerio del cual de- 
pendan o por el cual se relacmnen con el Go- 
bierno. Estas destinaciones, por su naturaleza, 
son de carácter gratuito. 

Corresponde a la D.G.T.M. la fiscaliza- 
ción del uso y  empleo que se de a los bie- 
nes destinados, debiendo solicitar el Ministe- 
rio la derogación del respectivo decreto 
cuando las cmxmstancias lo justifiquen, lo que 
ocurrirá siempre en casos de incumpli- 
miento. 

3. Tramitación de las concesiones 

En esta materia es menester realizar una 
aclaraci6n previa. El art. 60 de la Constitución 
establece que son materias de ley: “las que 8. 
jen las normas sobre enaJenaci6n de bienes 
del Estado o de las municipalidades y  sobre 
su arrendamiento o concesión”. En cuanto a 
las concesiones marítimas no se ha cumplido 
cabalmente este mandato constitucional, 
pues en algunas ocasiones se ha entregado a 
normas de rango legal como el D.F.L. N” 340, 
de 1960; y  en otras ocasiones se ha entrega- 
do esta materia a normas de rango inferior al 
señalado por la Constitución, como el Regla- 
mento sobre Concesiones Marítimas D.S. 
(M) N” 660. de 1988, y  el reciente D.S. N” 1, 
de 1996, del Ministerio de Bienes Nacio- 
nales. 

l’ Véase en esta tesis, Anexo C. “Proceso de 
tramitación de una solicitud de otorgamiento de una 
cowxsión mxitima”. 

a) De la sohcitud 

Elapa Capitanía de Puerto 

Los interesados. sean personas naturales o 
jmídicas, que deseen se les otorgue el uso de 
uno o varios de los bienes de dommio público 
sometidos al régimen de las concesiones ma- 
rftimas, por plazos superiores a un año, deben 
presentar su solicitud, dirigida al M.D.N. (M), 
en la respectiva Capitanfa de Puerto o Gober- 
nación Marítima, indicando en ella, en forma 
precisa. entre otros aspectos, el 0 los sectores 
solicitados, sus dimensiones, superficie y  des- 
lindes, el objeto o propósito para el cual la 
requiere. la inversión proyectada y  el plazo, 
acorde a la inversión; acompañando un plano o 
croquis visado por la Autoridad Marítima, en 
sextuphcado. 

El interesado deberá gestionar y  obtener de 
los organismos públicos los informes que co- 
rrespondan al tipo de concesión solicitada, de 
acuerdo a lo señalado en el art 26 del regla- 
mento. Sin perJuicio de estos informes, el M- 
nisterio puede solicitar otros cuando lo esti- 
me pertinente para resolver la solicitud. 

Completos los informes, el peticionario los 
adjuntar8 al orlginal de la solicitud mis la do- 
cumentación que señala el reglamento, confec- 
cionando un expediente que debe ser entrega- 
do en la oficina de partes de la Capitanía de 
Puerto, donde se procederá a timbrar, fechar y  
rubricar el expediente. Trámite importante en 
caso de presentarse solicitudes sobre un mismo 
bien o sector, por dos o más peticionarios, que 
signifiquen beneficios equivalentes. se estará a 
la fecha de presentación. 

El objetivo de los informes, dentro del pro- 
cedimiento, previo al decreto de otorgamiento, 
es entregar los fundamentos necesarios para 
que la Subsecretaría de Marina pueda otorgar 
o denegar la concesión y  ~610 deben pronun- 
ciarse sobre la solicitud. Sin estos informes la 
decisión se sitúa en una poución de ilegalidad. 
Además de oportunos, los informes deben ser 
procedentes. 

Se debe hacer presente que de acuerdo a la 
naturaleza de las obras. el concesionario debe 
dar cumplimiento a lo dispuesto en el regla- 
mento para el control de la contaminauón 
acuática, D.S. N” 1, de 1992 del Ministerio dc 
Defensa, art. 135 y  siguientes. Es aconsejable 
que el concesionario presente una evaluación 
de impacto ambiental en el medio acuático en 
forma previa al otorgamiento de la concesión o 
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ANEXO C 

PROCESO DE TRAMITACION DE UNA SOLICITUD 
DE OTORGAMIENTO DE UNA CONCESION MARITIMA 

INTERESADO 

Reábe formulado “Certificado de Solid de Cmesl6n 
Marlti-na’, en la CAPffANIA DE PUERTO 
Solicita informe de,Servic&. 
Pmsenta el axpedlente canpbto en la CAPITANIA DE PUERTO 
(Sokitud y Planas en sextuplicado). 
Remtie el expediente a la D.G.T.M (Incluya infones de 
SERVICIOS -Solicitud y planos en dupkado). 

,ed; 

M 1 I 
I 

T  
E 

0 

E 
N 
T  
R 
E 
G 
A 

T 
1 

CAPITANLA DE PUERTO 

-Revisa y visa el expediente; lo dsvuske al interesado, junto a 
otros 2 sbmpbres de la solldtud Y planos visados (Plazo de 5 
días hebilis): 

. 

~E!eva Informe TBcnico a la GOBERNACION MARlTIMA. (Incluye 
2 ejemplares visados de solidud y planos - Plazo de 5 días 
hebiles) 

E 
x I 

t 
GOBERNACION MARITIMA 

-Eleva Infame Tdcnlco B la D.G.T.M Incluya un ejemplar de 
solicitud y planos visado par el capltdn de puerto. 

-Plazo de 5 dlas habiles, a catar da la fecha de mcepu6n del 
Informe TBcnlw del captin de puerto. 

E 1 
L- DIRECCION GENERAL DEL TERRITORIO MARITIMO 

Remite el expediente camplela ,unto al Informa Tbcmw a la 
SUBSECRETARIA DE MARINA (Plazo de 50 dlss) 

1 I 
SUBSECRETARLA DE MARINA 

D 
E Ttimtte Deaeto Supremo. 

C Plazo de 45 dias - Prorrogables por otms 30 dlas 

R 
E t 
T  
0 

1 
CONlRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA 

S Toma de razbn. 
U 
P 
R 

1 

CAPITANIA DE INTERESADO 
PUERTO 

ENTREGA 
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por lo menos al inicio de las actividades u 
obras, de acuerdo a su naturaleza. 

b) Estudio de los antecedentes 

Presentado el expediente con sus respecti- 
vos informes al Capitán de Puerto, verificará, 
en un plazo no superior a 5 días hábiles, que 
todos los antecedentes e informes reglamenta- 
rios estén conformes. En caso que una solici- 
tud esté incompleta o con datos erróneos. el 
Capitán de Puerto deberá devolverla para su 
complementación y/o corrección por parte del 
postulante. Acogido el expediente a tramita- 
ción será visado y  se devolverá al interesado 
conjuntamente con dos copias de la solicitud. 

Etapa Gobernación Man’tima 

El Capitán de Puerto emitirá un informe 
tknico que deberá ser elevado a la Goberna- 
ci6n Maritima dentro del plazo de cinco días 
hábiles. A su vez esta lo remite a la D.G.T.M.. 
dentro de cinco días hábiles a contar de la fe- 
cha de recepción del informe técnico del Capi- 
tán de Puerto. Deberin pronunciarse sobre las 
observaciones que le mereciera la solIcitud y  
demás antecedentes e informes que conforman 
el expediente. siendo indispensable su opinión 
sobre las observaciones yio exigencias que ha- 
yan hecho presente los organismos informa- 
dores o los vecinos colindantes. pues ello per- 
mltirá tenerlos en consideración. Los informes 
de la Autoridad Marítima serán, en resumen, 
lo más detallado y  preciso que sea posible, de 
tal forma que el Ministerio de Defensa cuente 
con los sufuzientes elementos de juicio para 
mejor resolver, al poder conocer aquellos deta- 
lles difíciles de apreciar sm estar en el terreno. 

Efapa Dirección General del Territorio 
Marítimo 

El rnteresado. por su parte, hará llegar el 
expediente a la D.G.T.M.. quien lo ingresará a 
trámite y  dentro del plazo de 50 días hábiles. 
contados desde la fecha de recepción del expe- 
diente, lo remitirá Junto con su informe a la 
Subsecretaría de Marina. 

Etapa Subsecretaría de Marina 

A su vez el Ministerio de Defensa, por in- 
termedlo de la Subsecretaria de Marina, te- 
niendo a la wsta todos los antecedentes corres- 

pondientes, resolver8 sobre el otorgamiento o 
denegación de la concesión solicitada. debicn- 
do detallarse las razones que justifiquen w 
apreciación, en un plazo de 45 dfas contados 
de la fecha de recepción del expediente, pIaTo 
que podrá ser prorrogado por otros 30 días 
más. El reglamento establece un plazo máximo 
para las actuaciones de la Administración. Erte 
plazo tiene por finalidad desburocratiaar y  
agilizar los trámites administrativos, para obli- 
gar a la Administracibn a cumplir con su obll- 
gación en forma pronta. El decreto dictado 
dentro de plazo debiera ser preceptivo para la 
Administración. La no dictación de este decre- 
to dentro del plazo máximo de 45 días, más su 
prorroga. establecido en el art. 28 del regla- 
mento, en caso que la dilación sea responsa- 
bilidad de la Administración, constituye una 
omisión ilegitima. 

c) Decreto de concesión 

Completo el expediente y  revisado por la 
Capitanía de Puerto, Gobernanón Maritima y  
D.G.T M. y  elevado al Ministerio de Defensa. 
se procederá al otorgamiento de la concesión 
mediante decreto supremo, suscrito por el Mi- 
nistro de Defensa, por delegación de faculta- 
des del Presidente de la República. En dicho 
decreto, junto con otorgarse la concesión, se 
fijan, entre otros, los siguientes aspectos: el 
sector o sectores concedidos, el objeto para el 
cual se otorga. el plazo del que dispondrá el 
titular para ejecutar las obras comprometidas, 
el plazo en que empieza a regir la concesión y  
su duración. y  la renta o tarifa que debe pagar 
el concesionario. 

Etapa Contmhá General de la Replíblica 

DIctado el decreto por el Ministerio de De- 
fensa, se envía a la Contraloría General de la 
República para el trámite de toma de razón. 

d) Entrega del título de concesibn 

Terminada la tramitación, culmina el pro- 
ceso con la reducción a escritura pública del 
decreto de concesión dentro del plazo de 30 
días desde la fecha en que la Autoridad .Matitl- 
ma transcriba oficialmente al Interesado el co- 
rrespondiente decreto. Además debe quedar 
constancia de la aceptación de las condiciones 
y  obligaciones que imponga el decreto. prewo 
pago de la tarifa o renta correspondiente. 
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La Autoridad Maritima procede a hacer en- 
trega material del título concesional, la que se 
hará efectiva por el CapItán de Puerto median- 
te un acta, una vez cumplidas las exigencias 
determinadas por el Reglamento de Concesio- 
nes Marítimas. El plazo fijado para esta dili- 
gencia no podrá ser inferior a 10 días y  en 
ningún caso excederá los 30 dfas contados des- 
de la expedición de la carta certificada. El mo- 
mento de la entrega podrá ser postergado por 
dicha Autoridad, en caso de fuerza mayor de- 
bldamente acredltada. 

Se concluye que si un peticionario ha cum- 
plldo con todas las obligaciones legales, regla- 
mentanas y  de procedimiento administrativo 
para obtener el uso de un bien nacional, no 
sería dable negársele su derecho, impetrándose 
circunstancias ajenas al marco constitucional y  
jurídico que rige los derechos de las personas, 
y  la funcionalidad de los orgamsmos de la Ad- 
ministración del Estado, como se dispone en 
los articulos 2”, 3” y  5” de la Ley N” 18.575 de 
1986. Orgánica Constitucional de Bases Gene- 
rales de la Administración del Estado. 

4. Aspectos generales del rífulo concesionnl 

El otorgamiento de una concesión es sin 
perjuicio de las autorizaciones y  permisos que 
el titular se encuentra obligado a solicitar a los 
orgamsmos que corresponda para efectuar las 
obras que proyecte, o bien para desarrollar la 
actividad o cumplir el objeto que pretende. Por 
ejemplo, permisos de edif¡cacXm, patentes mu- 
nicipales. etc. 

Si varios interesados solicitan una misma 
concesión, la preferencia se determinará por la 
que represente mejor el uo del borde costero, 
en caso de igualdad tendrá preferencia la soli- 
cltud que signifique un mayor beneficio fiscal. 
seguridad nacional, interés soclal, generación 
de empleos o producción de divisar. A igual- 
dad de beneficios la fecha de presentación de- 
terminará la preferencia. A igualdad de todos 
los factores señalados, resuelve el Ministerio 
de Defensa (M) sin derecho a ulterior recurso. 
(Art.12 Rglto. de CC.MM.)2Z. 

Las concesiones se otorgan generalmente 
por un plazo de 5 y  10 años. Podrán conferirse 
por un plazo mayor según la cuantía de los 
capitales que se inviertan en las obras o cons- 

z V&se en esta tes,s, el capitulo V, N” 1 “En 
cuanto al amparo del derecho adquirido”, letra A) 
“Frente a conflictos con la Administración” 

trucclones, lo que deber& acreditarse feha- 
cientemente. acompañando un presupuesto fir- 
mado por un profesional idóneo. Las obras de- 
berán iniciarse dentro de los 60 días siguientes 
de la fecha de entrega de la concesIón y  debe 
rán estar terminadas en el plazo que indique el 
decreto que otorgó la concesión. Terminadas 
estas obras, el concesionario entregará a la Au- 
toridad Marítima un informe, con el avalúo co- 
mercial de las obras, realizado por el Servuo de 
Impuestos Internos. Con el mérito de estos an- 
tecedentes, se podrá aumentar o disminuir. se- 
gún corresponda, el plazo ptimitivamente otor- 
gado. (At?. 10 y  11 Rglto. de CC. MM.). 

El art. 19 del Reglamento sobre Concesio- 
nes Matitimas D.S. N” 660, de 1988. establece 
que es posible modificar, prorrogar, renovar o 
ampliar. previo decreto o resolución de la au- 
toridad correspondiente. sin perjuicio de lo es- 
tablecido en el art. 5” y  con las formahdades. 
condiciones y  requisitos que para su otorga- 
miento fija el reglamento, en lo que fueren 
aplicables. La solicitud de renovaci6n podrá 
ser preferida a petición de nuevo postulante, 
siempre que se hubiere presentado antes de su 
vencimiento, y  siempre que no exista otra soll- 
citud que represente un mejor uso del borde 
costero=. 

CAPÍTULO 111 

DE LOS DERECHOS ADQUIRIDOS 
POR LOS TITULARES DE UNA 

CONCESION MARITIMA 

1. De los derechos otorgados por las 
concesiones en general 

La teoría de los derechos reales adminis- 
trativos permite establecer la naturaleza juridi- 
ca del derecho que sobre el dominio púbhco 
nace a favor de un particular a través de una 
conceslón admimstrativa, por lo tanto, se pue- 
de conchur que se trata de derechos reales que 
se ejercen sobre una cosa y  de naturalera ad- 
mmlstrativa, pues se hallan regulados por pnn- 
cipios del derecho administratlvo2”. 

2: Véase en esta tesis. el capítulo IV, x0 3 “Con 
respecto a Ion Intereses de los particulares”. letra B) 
“Cond!uones mua el otornamiento de una conce- 
Flóll marhà~’ 

24 VERGARA BLANCO, Alejandro “Pnnw 
oios v  Sistema del Derecho hlinero. Esrudlo Hlstón- 
co ‘DogmBtico”, Ed,torial Jurídica de Chde. pdg. 
325, 1992. 
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La concesión es un acto administrativo que 
sirve de título. de instrumento, y  a partir del 
cual se crea un derecho real. Por lo tanto, es 
posible diferenciar claramente ambos concep- 
tos: concesión y  derecho real, no obstante que 
los dos forman parte de la relac16n jurídico- 
administrativa25. 

Así, por un lado, la concesión es un mero 
instrumento, es un acto, es puro procedimien- 
to, a partir del cual se crean derechos. Por otro 
lado, el derecho real es lo que nace de la con- 
cesión y, por ende, es una categoría de la natu- 
raleza jurfdica totalmente diferente a la conce- 
sión, con un contenido diverso, y  con la cual, 
si bien cabe conexión de causa a efecto, no es 
posible en ningún caso confundirla. 

En Chile, si bien hay cierto grado de cono- 
cmuento de esta especie de derechos reales, no 
ha tenido mayor desarrollo por la doctrina, ni 
menos algún reconocimiento legislativo, pero 
sí de parte de la jurisprudencia. que lo ha con- 
siderado en reiterados fallos, dándole limda- 
mento a este planteamiento respecto de las 
concesiones marttimas*“. 

El derecho de uso de que aquí se trata es 
real porque recae sobre una cosa y  se ejerce 
sin respecto a determmada persona, ya que 
mientras el concesionario cumpla con las nor- 
mas legales no puede ser privado del dominio 
de su derecho, sino que por los medios expre- 
samente contemplados por los reglamentos 
respectivos. 

El principal derecho otorgado por la con- 
cesión marftima dice relación con la posibili- 
dad de usar el bien concedido, los que siempre 
tendrán que tener una relación con la finalidad 
que justifica su otorgamienlo, los demas dere- 

25 VERGARA BLANCO. Alejandro. “Pnnci- 
pms y  Sistema del Derecho Minero, Estudio Históri- 
co Dogmzítico”, Editorial lurídlca de Chile, pág 
330, 1992. 

*O Se cita Jurisprudencia al rcspìcto: 
Casación en el fondo. Cía. de Salitres de Anto- 
fagasta con Fisco. Revista de Derecho y  Juris- 
prudencm, tomo 22, N” 9. segunda parte, sec- 
ch primera, p8gs. 563.567, 1925. 

- Casación en el fondo y  en la forma. Pacific 
Steam Navegatlon Company con Fisco Revista 
de Derecho p Jurisprudencia. segunda parte, 
sección primera, p@. 506.514, 1931. 
Apelación Corte de Santiago. Cía de Maestran- 
za y  Galvanización con Fisco. Rcìista de Dere- 
cho y  Jurisprudencia. segunda parte, sección se- 
gunda, p@s 51.53, 1935 

chos serán accesorios. Así como su principal 
obligación. dice relación con el uso de los bie- 
nes nacionales de uso público y  que este sca 
armónico con el interés público, pues de otro 
modo no habría tenido sentido alguno el otor- 
gamiento de dicha concesiún, por tanto, SI no 
la utiliza o utiliza mal. se puede hacer caducar 
la concesión. Es por eso que este derecho está 
compuesto, por un lado, de facultades. pero 
por otro, también está compuesto de obligacio- 
oes. Es lo que se llama un derecho-deber. 

2. Derechos otorgados por las concesiones 
marítima3 

Según se expresó anteriormente. lo que ca- 
racteriza al acto admimstrativo que otorga und 
concesión de bienes públicos en general, y  
en especial a la marítima, es la circunstancia 
de conceder el uso particular, en cualquiera 
forma, de sectores determinados de alguno o 
de varios de los bienes nacionales de uso pú- 
blico o bienes fiscales sometidos a la tuición 
del Ministerio de Defensa (M) a quienes les 
haya sido concedidos o destinados. Quedando 
todos regidos por las disposiciones del D.F.L. 
N” 340. de 1960, y  del Reglamento sobre Con- 
cesiones Maritlmas D.S. N” 660, de 1988, y  
por las normas que se establezcan en los res- 
pectivos decretos y  resoluciones.(Art. 7” Rglto. 
de CC.MM.). 

Son titulares de concesiones los terceros 
que cuentan con decreto de concesión total- 
mente tramltado. toda vez que los actos admi- 
nistrativos ~610 producen validamente sus 
efectos luego que han cumplido con los trámi- 
tes previstos en el ordenamiento jurídico vi- 
gente y, en consecuencia. tratándose de medi- 
das de carácter particular, como es el caso de 
las concesiones marítimas, el derecho del con- 
cesionario nace luego que el acto administra- 
tivo ha sido tomado razón y  comunicado al 
interesado, oportunidad en la que se hacen exi- 
gibles los derechos y  obligaciones propios de 
una medida de tal naturaleza? 

Sin embargo, no podrS. otorgarse concesión 
o deberá dejarse sin efecto. cuando terceros 
acrediten derechos adquiridos a cualquier títu- 
lo legítimo, siempre que sea incompatible con 
el libre ejercicio de tal derecho. Podrá dene- 
garse toda solicitud cuando terceros aleguen 

l7 Contraloría General de la Repúbhca, Dicta- 
men N” 13.310, de 2 dejumo de 1992. 
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que ella le irrogar8 perjuicios. Esta oposición 
será calificada por el .Ministerio de Defensa 
(M) y  su resolución es inapelable? 

a) Derecho de propiedad sobre el derecho 

Antes de dictarse el decreto de concesión, 
el uso de los bienes. materia dc la concesión, 
pertenecía a todos los habitantes de la Nación 
y  era, por lo mismo, un bien nacional de uso 
público, pero a través de la concesión se saca 
del dominio público el derecho de uso de toda 
la Nación, sobre el cual se constituyó un dere- 
cho real incorporado al patrimonio de los be- 
neficiarios. (Art. 19 N” 24 inc.1” de la Consti- 
tuclón). 

Tal concepto tiene plena aplicación res- 
pecto de quienes usan una concesión marítima, 
fluwal o lacustre, otorgada mediante decreto 
supremo llevado a escritura pública, sobre lo 
cual el concesionario ejerce un derecho de pro- 
piedad. Pero este derecho de propiedad se ejer- 
ce sobre el derecho otorgado por la concesión, 
que es el derecho real de uso, ya que el titular 
de la concesión no podría tener derechos sobre 
la propiedad, pues esta es de la Nación toda, y, 
por lo tanto, es de naturaleza inalienable. 

b) Derecho de uso exclusivo sobre bienes 
nacionales 

El derecho de uso respecto de una parte 
determinada, concedido por un decreto, faculta 
al concesionario para gozar del terreno y  para 
enajenar ese derecho. La concesión es un dere- 
cho excepcional, creado por el respectivo de- 
creto y  regulado por este y  su reglamento, y  
que, por consiguiente, no estk sujeto en su ex- 
tensión y  modalidades al régimen ordinario o 
común del impuesto por el derecho civil. 

El concesionario, al obtener el derecho de 
uso entregado por la concesión, priva a la co- 
munidad de su uso, por lo tanto este debe dar- 
le un uso adecuado al hien común o que por lo 
menos no afecte derechos de terceros. El con- 
cesionario es propietario del derecho de 
uso y, por 10 tanto. está amparado por la ley en 
la protección de ese derecho y  a la vez puede 
ejercer todas las facultades que la ley le otorga 
mientras no sea contrario a derecho ajeno. 

2R Véase en esta tesis, el capítulo V, N” I “En 
cuanto al amparo del derecho adquirido”, letra A) 
“Frente â conflictos con la Admmistración” 

(Art. 19 N” 24 inc. 2” de la Constitución y  arts. 
2” y  3” del D.F.L. N” 340, sobre ConcesIones 
Marítimas, de 1960). 

c) Derecho a exigir la entrega de los bienes 
en posesión 

Cumplida con toda la tramitauón surge el 
derecho de exigir a la Administración que se 
realice la entrega física del terreno. Teniendo 
presente que el derecho de uso obtenido por el 
concesionario dice relación solamente con 
el sector o sectores concedidos en el decreto, 
como también ~610 se podrán realizar las ac- 
tiwdades para la cual fue sollcitada la conce- 
sión, es decir, de acuerdo al objeto de la con- 
cesión. (Art. 35 Rglto. de CC.MM.). 

d) Derecho a ser indemnizado 

TIene también cl concesionario derecho de 
indemnización de perjuicios que surge cuando 
se pone término a la concesión por parte del 
Estado. en caso de no otorgar un plazo de gra- 
cia” (Art. 10” del D.F.L. N” 340 y  art. 55 del 
Rglto. de CCMM.). 

e) Transferencia del derecho de concesión. 

La titularidad que emana de la concesIón 
marítima es transferible y  PII general. es sus- 
ceptible de negocio jurídico. En efecto. el 
concesionario tiene el derecho de vender. 
arrendar, permutar, etc., en todo o parte su de- 
recho de uso, del bien concedido. siempre y  
cuando lo haga con aprobación de la autoridad 
concedente y  de acuerdo a las condiciones que 
establece el reglamento. El concesionario 
siempre estará sujeto a las limitaciones que 
establezca la ley y  particularmente a lo que 
señale el decreto de concesiún. (Arts 38 a 43 
Rglto. de CC.MM.). 

3. Extincrón y  crrusales de cuducidad 

A) Extinciíin 

El Reglamento sobre Concwones Mariti- 
mas en su titulo VIII, “De la terminawk de 
las concesiones” establece las causales de ter- 

zy Véase en esta tesis. el capítulo V. N” 2 “En 
cuanto a la revocación de la concesv5n por el Estado 
y  su mdemniración”, letra 6) “De la expropiación y  
su mdemnlzaclón”. 
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minación, que deberían llamarse causales de 
extinción, ya que es un concepto más preciso, 
toda vez que una de las causales de extinciún 
puede ser la terminación, según lo señala la 
letra h) del art. 53 del reglamento3”. 

Son causales de extinciún de las concesio- 
nes marítimas las siguientes: 

a) Muerte del concesionario: MIo se produ- 
ce la extinción de la concesión SI la suce- 
sión o el cónyuge sobreviviente, en su 
cas”, no solicitan a la Autoridad, dentro 
del plazo que establece el reglamento, la 
continuación del uso de la concesión por el 
período que resta. Por lo tanto no es una 
causal de extinción propiamente tal, mien- 
tras exista la posibilidad de continuar con 
la concesión. 

b) Ve/encirnrento del plazo: Al ser un derecho 
temporal el otorgado por la concesión, 
entrega al concesionario el uso exclusivo 
del bien por un periodo de tiempo. vencido 
este plazo se extingue la concesión; en 
todo cas” existe la posibilidad que solicite 
su renovación antes del vencimiento de la 
concesión respectiva. 

c) Térnlino del objeto pam el cual se otor- 
gó: Esta causal de extinción dice relación 
con la finalidad para la cual se entregó la 
concesión, y  si este objeto ya no existe 
tampoco tiene razón de ser la concesión. 

d) Destrucción de las mejoras fiscales entre- 
Rodas en concesrón: Puede ser considerada 
causal de extinción como sanción por la 
destrucción de las mejoras imputables al 
concesionario o por falta de las condicio- 
nes fisicas de la cosa entregada en con- 
cwón. 

ej Traspaso o cesión efectuada con consen~r- 
miento de/ Estado: No siempre se produce 
la extinción de la concesión, tal es el cas” 
de la fusión de una sociedad anónmm, don- 
de no se requiere transferir las concesiones 
marítimas. ya que queda incorporado y  ra- 
dicado todo el patrimonio de la sociedad 
absorbida en la socxdad absorbente, pa- 
sando a ser esta última la continuadora le- 

%’ Se concuerda plenamsnte con lo señalado 
por Saavedra, que la palabra extinción referida se 
asusta de mejor manera a lo pretendido señalar en el 
reglamento. SAAVEDRA ESPINOSA, Tito. “Con- 
cesiones Marítimas”, Memoria de Prueba. Urnverw 
dad de Chile, Facultad de Derecho, pág. 77, 1981 

gal con todos sus derechos y  obligaciones, 
de acuerdo a la Ley N” 18.046 art. 99, so- 
bre Sociedades Anónimas. Por lo tanto, no 
procede transferir las concesiones matiti- 
mas, pues para ello se requiere la existen- 
cia legal de dos sujetos de derechos con 
patrimonios propios, supuesto que no se 
configura, ya que la sociedad absorbida se 
disolvió a la fecha de la materialización de 
la fusión, en defmitiva, ~610 corresponde 
que se declare titular de la concesión marí- 
tima a la sociedad absorbente. 

0 Acuerdo mutuo del Estado y  el concesioncr- 
rio: Las partes que forman la relación suri- 

dlca-administrativa acuerdan extinguir la 
concwón, es decir dejarla sin efecto. 

g) El desahucio dado por el Estado al conre- 
sioncirio. 

h) La terminación de lu concesiún declarado 
por el Estado. 

Las causales contempladas en las lcrraa 
gl y  h) se encuentran estrechamente relaciona- 
das con los art. 54 y  55 del Reglamento sobre 
Concesiones Marítimas, y  serán anahzadas en 
el capítulo V. N” 2 de la tesis: “En cuanto a la 
revocación de la concesión por el Estado y  su 
indemnización”. 

B) Caducidad 

La concesión emana de un acto de autori- 
dad de derecho público, per” tal acto no sólo 
establece derechos para el concesionario sino 
también deberes. Así. el concesionario tiene la 
obligación de cumplir todas las prestaclones 
impuestas por el concedente establecidas tanto 
en el Reglamento yobre Concesiones Maríti- 
mas como en el decreto de concesión. 

La caducidad es la extinción del acto ad- 
ministrahvo por mcumplimiento por parte del 
concesionarl” de las obligaciones que ge- 
nera el propio acto3’. El derecho a declarar la 
caducidad por parte de la Admmistración pro- 
cede, ya que constituye una sanción ~610 con- 
tra el que infringe una prohibición conocida 
por este. 

En este respecto cabe señalar que las 
causales de caducidad proceden una vez que se 
ha reducid” a escritura pública el decreto de 

iI CUBILLOS SIGALL, Fehpz. “Concesiones 
Marítimas”, Memona de Prueba, Cnlversidad de 
Ch+ Facultad de Derecho, pág. 124, 1989 
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concesión, ya que si se comete una infracción 
antes de verificar estos trámites se produce la 
derogación del decreto de concesión y  no de la 
concesi6n misma, pues esta aún no existe. La 
derogación dice relaci6n con todos los actos 
anteriores a la entrega de las concesiones, con- 
templados en los atts. 29 a 34 del Reglamento 
sobre Concesiones Marftxnas. 

La caducidad la dispondrá la Autoridad 
que otorgó la concesión, es decir puede decre- 
tarla el Ministerio de Defensa o la D.G.T.M., 
según se trate de concesiones propiamente ta- 
les o de autorizaciones respectivamente. 

Las siguientes son las causales de caduci- 
dad de las concesiones marftimas: 

El atraso en el pago de la renta de conce- 
sión correspondiente a un período anual o 
a dos períodos semestrales. 
La infracción de cualquier disposición del 
D.F.L. N” 340. de 1960 sobre Concesiones 
Maritimas o de su reglamento. 
El incumplimiento de algunas de las obli- 
gaciones establecidas en el decreto o reso- 
lución que otorgó la concesión. 

Constituyen también causal de caducidad 
las infracciones graves cuya comisión determi- 
na la caducidad, como por ejemplo el hecho de 
negarse el concesionario a pagar la multa que 
le hubiere impuesto la autoridad, o si trans- 
curridos 15 dfas del pago de esta, aún no hu- 
biere corregIdo la infracción que la motivó. 

Para que proceda declarar la caducidad de 
una concesión marftima se deben dar los si- 
guientes requisitos copulativos: 

a) Que exista incumplimiento de alguna de 
las obligaciones que pesan sobre el conce- 
sionario. 

b) Que este mcumplimiento sea imputable al 
concesionario. 

c) Que la transgresión sea de aquellas que el 
reglamento contempla como las causales 
taxativamente sefialadas. 

El procedimiento que declara la caducidad 
de una concesión se encuentra establecido en 
el Reglamento de Concesiones Marftimas. An- 
tes de disponerse la caducidad se deber& com- 
probar la infracción que la motiva. Los afecta- 
dos podr&n solicitar la reconsideración de la 
sanción de caducidad dentro del plazo de 30 
días, contados desde la fecha en que la Autori- 
dad Marítima notifique por carta certificada el 

decreto de resolución correspondiente, ante el 
Ministro de Defensa, que fallará en conciencia, 
sin forma de juicio, el cual no podr8 ser objeto 
de recurso alguno. Pasando el Ministerio de 
Defensa a ser Juez en su propia causa??. 

La concesión marítima termina válidamen- 
te por los casos de caducidad contemplados en 
el reglamento, tal forma simplemente regla- 
mentaria no puede ir en contra de la ley. Ya 
que si no concurre ninguna de las causales 
contempladas estariamos frente a un acto arbi- 
trario e ilegal de la Autoridad. 

Una vez declarada la caducidad. impide 
que el concesionario siga ejercitando el de- 
recho otorgado. pasando a tener el carácter de 
ocupante Ilegal, pierde las rentas y/o tarifas ya 
pagadas y  no podrá obtener concesión marftl- 
ma alguna dentro del plazo de tres tios. En 
relación a la caducidad el concesionario tiene 
derecho a la indemnización por las obras que 
este haya realizado, pues la sanci6n del incum- 
plimiento ~610 se refiere a la privación del uso 
y  no al despojo de las obras o construcciones. 

SEGUNDAPARTE 

LACONCESIóNMARfTLMACOMOMEDIOPARA 
POSIBILITAR LA INVERSIÓN PRIVADA EN LOS 

BIENES “MARfTIMOS" 

El uso económico del sistema concesional 
marftimo, basado en una estrategia de desarro- 
llo nacional, requiere del resguardo que otorga 
el orden público económico, situación que es 
de sumo interés no ~610 para el Estado, sino 
que también para los particulares que aspiran 
invertir en esta tiea, bajo un marco mstuzw 
cional que proteja sus derechos, sin perder de 
vista el tin del Estado. que es propender al 
bien común. 

CAPITULOIV 

OBJETIVOS DE LAS 
CONCESIONES MARITIMAS 

1. Orden público económico 

Son numerosos los principios y  normas 
constitucionales, de las cuales surge el orden 

s V&se en esta tesis, el capitulo V, N” 1 “En 
cuanto al amparo del derecho adquirido”, letra A) 
"Frente a conflictos con la Administración”. 
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público económico, que fijan un marco que 
trata de conciliar las garantías constitucionales 
que giran en tomo a la actividad económica, y  
las limitaciones que imponen las potestades 
públicas y  la actividad legislativa. 

Como se señal6 anteriormente, el orden 
público económico está determinado por nor- 
mas constitucionales, hecho que es importante 
destacar frente a las leyes que otorgan poderes 
discrecionales a la Administración, pues este 
orden está orientado precisamente para resistir 
la inestabilidad de la legislaci6n. 

A) Garantias constitucionales 

a) La ltbre iniciativa para desarrollar cual- 
quier actividad económica y Icc igualdad de 
fraro. El art. 19 de la Constitución en el 
N” 21 asegura a todas las personas la post- 
bilidad de desarrollar cualquier actividad 
económica; y  en el N” 22, que en tal activi- 
dad económica no serin discriminadas ar- 
bitrariamente. El objetivo de esta garantia 
es dar seguridad y  protección a la actividad 
económica desarrollada. 

b) El derecho a la propiedad y el derecho de 
propiedad. La primera de estas garantias 
dice relación con el derecho para adquirir 
el dommio de toda clase de bienes, consa- 
grada en el art. 19 N” 23 de la Constitu- 
ción; y  la segunda, plantea que una vez ad- 
quiridos dichos bienes, se asegura la tutela 
del derecho de propiedad sobre ellos de 
acuerdo al N” 24 de dicho articulo. 

La propia Constitución fija excepciones a 
la libertad de adquirir el dominio de toda clase 
de bienes: a) respecto de aquellos bienes que 
la naturaleza ha hecho comunes a todos los 
hombres, los que no son susceptibles de domi- 
nio alguno, de acuerdo al art. 585 del C. Civil; 
b) los bienes que deben pertenecer a la Nación 
toda y  la ley lo declare asi, según lo sefiala el 
art. 589 del C. Civil; y  por último, c) los bie- 
nes que la Constitución consagra su afectaci6n 
expresamente. Estos bienes forman el dominio 
público, tal carkter no dice relación con la 
imposibilidad de los privados de acceder a su 
aprovechamiento, sino que con el fin para el 
cual son afectados, que es el bien común, pues 
a través de las concesiones se puede obtener el 
uso y  goce de dichos bienes. 

En cuanto al derecho de propiedad. la 
Constitución consagra en el art. 19 N” 24 la 
posibilidad de adquirir, usar, gozar y  disponer 

de los bienes, con las limitaciones y  obliga- 
ciones que se deriven de la función social. que 
comprende los intereses generales de la Na- 
ción, la seguridad nacional, la utilidad y  
salubridad pública y  la conservación del patti- 
monio ambiental. 

B) Limitaciones para el legislador y  para el 
ejercicio de las potestades públicas 

a) Reserva legal. La potestad legislativa mm- 
bién tiene limitaciones, pues esta no se 
puede ejercer en cualquier ámbito. sino 
~610 en aquellas materias que la Constttu- 
ción expresamente lo permite. En otras pa- 
labras, no puede afectar la esencia de las 
garantias públicas. ni puede imponer res- 
tricciones que impidan su libre ejercicio, 
como tampoco extralimitar el contenido de 
su mandato constitucional, según lo consa- 
gran los arts. 6”, 7”, 19 N” 23. y  60 en sus 
números 1, 2 y  63 de la Constitución. 

b) Lo esencia de los derechos y su libre ejer- 
cicio. El art. 19 N” 26 de la Constituciún 
establece que no se pueden afectar los de- 
rechos en su esencia ni imponer condicio- 
nes, tributos o requisitos que impidan su 
libre ejercicio. En cabo que se invada ile- 
gítimamente el ámbito constitucional ga- 
rantizado por este precepto, sería inconsti- 
tucional, pues se desconocerían normas 
sustantivas de la Carta Fundamental?3. 

2. Con respecto a los intereses nacionales 

El Estado esti al servicio de la persona hu- 
mana y  su finalidad es promover el bien co- 
mún, para lo cual debe contribuir a crear las 
condiciones sociales que permita a todos y  a 
cada uno de los integrantes de la comunidad 
nacional su mayor realización espiritual y  ma- 
terial posible, con pleno respeto a los derechos 
y  garantías que la Constitución establece. Para 
cumplir con este objetivo, la autoridad debe 
tomar permanentemente decisiones que mu- 
chas veces significan limitaciones a la libertad 
de los individuos en beneficio del bien común. 
Pero esta autoridad tiene una limitación que 
es, a la vez, “el respeto de los derechos y  situa- 

33 VERGARA BLANCO, Alejandro. “Fuentes 
del Derecho Minero, Estatuto Garantístico de la In- 
dustrla Minera”. Elementos de Derecho Minero, 
p& 6, 1996. 
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ciones jurídicas que han sido creados o reco- 
nocidos por la ley o por la propia Adminis- 
tración, en provecho de los Individuos e incor- 
porados en sus estatutos juridicos perso- 
nales”“. 

Dentro del ordenamiento administrativo 
estatal, el Estado tiene la facultad del otorga- 
miento de concesiones en general, las que es- 
tán supeditadas a la conveniencia del bien co- 
mún, entre cuyos factores deben equihbrarse 
tanto las necesidades socioeconómicas, como 
las de la defensa de la Nación. 

Los intereses marítimos deben ser de ca- 
rácter político y  económico y  se deben mate- 
rialuar en las comunicaciones marítimas, ter- 
minales marftimos, puertos, construcción 
naval, pesca, turismo, deportes náuticos, etc. 

A) Defensa nacional 

Es función del Estado, a través del Minis- 
terio de Defensa Nacional, velar por las nece- 
sldades de orden estratégico y  de seguridad, 
gestión que por su importancia no puede ser 
compartida o derivada a otros organismos de 
la Administración del Estado. Situación que no 
debe impedir que exista un armúnico y  correc- 
to empleo de los recursos naturales del pais. 

La existencia de materias clasificadas in- 
herentes a la defensa nacional, para la cual el 
control, fiscahzación y  superwgilancia de los 
deslindes marítimos es vital, como el profundo 
conoumlento técnico marítimo que requiere el 
manejo admimstrativo especIalizado del terri- 
torlo acuático y  aledaño nacional, han sido las 
razones que justifican el otorgamiento de con- 
cesiones matitlmas por intermedio del M.D.N. 
(M)=. =. 

u SOTO KLOSS, Eduardo. “Los derechos ad- 
quiridos eo el Derecho Púbhco chileno”, Revista de 
Derecho y  Jurisprudencia, tomo SI, N” 1, primera 
parte, sección derecho, pág 18. 1984 

is OLIVA BRICEÑO, Jorge “Administración 
estatal supetior de los bienes nacionale? marítimos” 
Subsecretaria de Marina pdg 18, 1991. 

‘O Arts. 5” v  6” del D.L N” 1 Y39, de 1977, con 
sus postenores ~mod,ficacmnes: Ley NO 18.225, de 
1983 y  Ley N” 18 523, de 1986; Ley N” 19.072, de 
1991 y  Ley N” 19.256. de 1993. En los antecedentes 
relativos a la historia de la Ley N” IS 225 se seAala 
que tal modificación ha tenldo por objeto “Cumplir 
con las necesidades de que el Estado, por razones de 
orden estratégico y  de seguridad nacional, e,erza un 
control directo y  permanente en nurstro lltoral. no 

B) Integración nacional 

Es de vital importancia para el país lograr 
un desarrollo armónico del territorio, procu- 
rando el mejor uso de sus potencialidades y  
recursos. Esto requiere. por parte del Estado, 
una mayor preocupación en integrar al desa- 
rrollo nacional el territorio insular. incluyendo 
la Isla de Pascua y  la Antártida chilena, zonas 
aisladas que ~610 por la via marítima se pueden 
unir. A esto debemos agregar que el extremo 
norte está virtualmente aislado, ya que ~610 
está unido a la zona central por una carretera 
en toda su extensión y  por un ferrocarril en 
forma parcial. ambos extremadamente vulnera- 
bles. Aparece así, el mar, como la única vía 
capaz de vincular con seguridad las zonas geo- 
gráficamente aisladas del centro del país, 
como así tambtCn las zonas continentales. 

Los espacios marítimos constituyen la 
continuidad natural y  el vínculo de integración 
de partes sustantivas del territorio nacional. 
El Estado ha adquirido el compromiso de 
propender a un adecuado uso del borde costero 
del litoral. con la reciente formulación de la 
política nacional del uso del borde costero, 
cuyo objetivo es posibilitar un cabal aprove- 
chamiento de sus potencialidades, pero esto re- 
quiere definir un mejor empleo a fin de procu- 
rar un aprovechamiento integral y  coherente de 
los recursos, riquezas y  posibilidades que ellos 
contxnen y  generan. 

C) Política nacional de uso del borde costero 

El Ministerio de Defensa Nacional, a tra- 
vés del D.S. N” 475, del 14 de diciembre de 
1994. estableció una comisión para estudiar 
una reformulación de la política del borde 
costero que tiene por finalidad entregar un pro- 
yecto de zonificación que permita conocer con 
exactltud los lugares precisos donde puedan 
construirse desde puertos con sus instalaciones 
complementarlas, astilleros y  asentamientos 
humanos en dichas áreas, hasta complejos tu- 
rísticos e inmobiliarios. Asimismo, busca fijar 
zonas de pesca artesanal e industrial y  de desa- 
rrollo de la acuicultura. 

sólo hasta donde alcanza el agua en sus más altas 
mareas, sino que tambiCn en los denominados terre- 
nos de playas fiscales, deflnidos como aquellos 
comprendidos dentro de una franja de 80 m de an- 
cho medldos desde la linea de más alta marea de la 
costa del litoral”. 
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En dicha perspectiva, propender a un ade- 
cuado y  racional uso del borde costero del lito- 
ral constituye un deber ineludible del Estado, 
toda vez que es un recurso limitado. que per- 
mite múltiples usos, en algunos casos exclusi- 
vos y  excluyentes, y. en otros, compatibles en- 
tre sí, surgiendo conflictos de intereses que 
resulta necesario conciliar convenientemente 
para el progreso y  mejor desarrollo del país, 
procurando un aprovechamiento integral y  
coherente de los recursos. riquezas y  posibili- 
dades que en ellos se contienen o se generan 
de su adecuada explotaci6rP. 

Es necesario el establecimiento de un crite- 
rio objetivo para el otorgamiento de conce- 
siones marftimas. El actual está basado en la 
política nacional del uso del borde costero. lo 
que significa un gran avance en este sentido, 
pero no constituye un criterio objetivo definiti- 
vo para determinar la aprobación o rechazo de 
una solicitud de concesión. Ya que igualmente 
se presta para posibles arbitrariedades por su 
amplia discrecionalidad, porque si bien se se- 
ñala una escala de zonificaciún del borde cos- 
tero, la objetividad debe centrarse en el mayor 
beneficio y  no en el uso de acuerdo a la prefe- 
rencia establecida. 

La consideración de tan compleja realidad 
tiene particular Importancia, tanto en la legis- 
lación aplicable como, en particular, en lo que 
respecta a los trabajos, asesorfas y  acciones 
destinadas a elevar nuevos cuerpos legales de 
carácter especializado sobre materias técnico- 
marftimas, o modificar las existentes. Se debe 
pretender, en definitiva, lograr la concordancia 
entre el interés social y  el necesario desarrollo 
de proyectos privados en el litoral, para obte- 
ner de este modo el más adecuado y  racional 
uso de los sectores costeros. 

Sobre la base de los fundamentos expues- 
tos, se debe establecer un marco orgánico que 
permita el mejor aprovechamiento del borde 
costero junto con la necesaria coordinación en- 
tre los dlversos ministerios y  servicios. 

D) Importancia económica 

El importante auge de los Intereses maríti- 
mos a nivel nacional e internacional durante la 

37 Considerando e), Decreto Supremo (M D.N ) 
N” 475, que establece Polltica Kacional de uso del 
Borde Costero del litoral de la República, y  crea 
ComIsión Nacmnal que se Indica. Santiago, 14 de 
diciembre de 1994. 

última década ha superado con creces las pre- 
visiones y  capacidad de la Administración para 
dar cauce a los proyectos de inversión que los 
particulares y  el propio Estado han efectuado o 
bien pretenden realizar en estos territorios. Ya 
que no ~610 basta la capacidad de llevara cabo 
los proyectos relativos alas múltiples activida- 
des de variada fndole, propia del medio maríti- 
mo, sino también la de ir creando las condicio- 
nes para que ellas se desarrollen. 

Es necesario fijar para ello las condiciones 
indispensables que posibiliten un desarrollo ar- 
mónico e integral del sector, en el cual, respe- 
tándose los derechos de los particulares y  sus 
intereses, se concilien estos con las necesida- 
des de la comunidad y  del país. La solución 
radica en permitir la evolución legal y  admi- 
nistrativa del control, fiscalización y  superv- 
gilancia de los espacios marítimos, enfatizando 
el rol de las concesiones marftimas, para el de- 
sarrollo econbmico y  social del país, para lo 
cual se debe dotar de un procedimiento con- 
cesio& que no entrabe su aplicaciún tratando 
de coordinar y  delimitar claramente los dlstin- 
tos ámbitos de competencia e intereses que 
convergen en los bienes susceptibles de conce- 
sión marftima. 

Se trata, en el fondo, de traspasar a los par- 
ticulares un verdadero servicio público o de 
utilidad pública, que no cambla su carácter de 
tal por el hecho de ser objeto de una conce- 
siún, por lo que continúa primando el interks 
público sobre el particular, como puede apre- 
ciarse SI se. tiene presente que el Estado, en 
cualquier momento y  aun sin expresión de cau- 
sa, puede poner tCrmino a una concesión. Lo 
que no excluye que durante su vigencia el con- 
cesionario goce, en exclusividad, de los dere- 
chos que la concesIón le confiere. 

3. Con respecto a los intereses de los 
particulares 

La creciente actividad económica del país 
ha generado una demanda por la ocupación y  
uso de los bienes susceptibles de concesiones 
marftimas, lo que en muchos casos ha provo- 
cado disputas entre los intereses de los particu- 
lares y  ha puesto en dificultades el sistema le- 
gal que rige las concesiones marítimas. Estos 
bienes son requeridos por los más diversos 
agentes económicos, desde empresarios que 
aspiran a invertir en nuevos puertos hasta quie- 
nes tienen interks en la pesca y  en el negocio 
turístico. 
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A) Seguridad para invertir en las concesiones 
marftimas 

Los proyectos que pueden desarrollar- 
se por los particulares son requeridos en forma 
urgente por la significación estratégica que 
est8 definiendo para nuestro país la globali- 
zación del comercio en tomo al Ockano Pací- 
fico. Por otra parte, la legislación sobre con- 
cesiones maritimas. para la creación de una 
nueva infraestructura, otorga derechos muy 
precarios si se considera la magnitud de los 
montos que tales proyectos requieren, no dan- 
do la seguridad necesaria para hacer atractiva 
la inversión en esta área. 

Uno de los principales problemas de las 
concesiones marítimas es que el Estado puede 
pedir la restitución o dejar sin efecto una con- 
cesión, sin responsabilidad alguna para él, 
desmcentivando de esta manera la inversión de 
los particulares, y  por lo tanto estos operan con 
el mfnimo de capital y  por consiguiente con 
una eficiencia menor. 

El concesionario debe estar amparado por 
un sistema legal que le dé garantias para poder 
mvertir dentro de un nivel de riesgo aceptable, 
donde por lo menos tenga la posibilidad de re- 
cuperar su inversión y  además obtenga utilida- 
des razonables, ya que cl Estado no puede ga- 
rantizarle estas utilidades, por lo menos se le 
deben dar las condiciones mínimas para que a 
través de una gestión adecuada sea rentable el 
esfuerzo, produciendo además beneficios a la 
comunidad. 

Al hablar de inversión tenemos que pensar 
en que será el empresario quien, corriendo un 
riesgo medianamente aceptable y  calculado, 
use sus recursos monetarios para explotar al- 
guna actividad relacionada con el medio mar& 
timo. Este empresario necesita tener un marco 
legal y  reglamentario que a lo menos le permi- 
ta competir en igualdad de condiciones con 
otro que, radicado en un Estado de mayor de- 
sarrollo, quiera acceder a nuestro mercado. De 
esta forma se echarán a correr las bases para 
que los privados inviertan en las distintas áreas 
de la actividad maritima. 

No es posible planificar actividades de tal 
magnitud que significan las relacionadas a la 
actividad maritima con un sistema concesional 
como el actual. Se hace necesario garantizar a 
todos aquellos empresarios que arriesgan gran- 
des capitales una tramitación eficiente, rApida 
y  objetiva en el otorgamiento de las concesio- 
nes, en atención a que se han suscitado diver- 

sos inconvenientes que redundan en un desin- 
centivo para las iniciativas de la naturaleza que 
nos preocupa. 

B) Condiciones para el otorgamiento de una 
concesión marftima 

Atendido el interés comprometido en este 
tipo de concesiones y  teniendo presente. ade- 
más, que ella constituye indirectamente. en 
mayor o menor medida, dependiendo de la na- 
turaleza de la misma, un beneficio a la genera- 
lidad de los ciudadanos, parece indispensable 
precisar algunas condiciones que se deben te- 
ner en cuenta, por la autoridad, al momento de 
su otorgamiento: 

a) Licitación pública: Es aconsejable que 
las concesiones puedan ser objeto de una 
licitación pública. sin embargo se deben limi- 
tar a aquellas concesiones marítimas que se re- 
fieran a playas o balnearios u otras que se soli- 
citen para ejercer una actividad industrial o 
comercial. Para esto es necesaria una adecuada 
coordinaciún de la Administración con la Au- 
toridad Maritima con el objeto de promover la 
libre competencia. creando un sistema de 
licitación para optar a las concesiones y  a las 
patentes comerciales, licitación que debe ser 
pública y  a la que todos los iriteresados puedan 
presentar sus ofertas3*. 

NI el Ministerio de Defensa ni las demás 
autoridades marítimas otorgan autorizaciones 
o patentes de comercio, por no corresponder- 
les, ya que en conformidad con el art. 14 del 
D.S. (M) N” 660, de 1988, las concesiones ma- 
rftimas se otorgan sin perjuicio de las autoriza- 
ciones que los concwonarios deban pedir a 
los organismos fiscales y  municipalidades para 
la ejecución de ciertas obras, de acuerdo con 
las leyes o reglamentos vigentes. En conse- 
cuencla, una cosa es la concesión marítima o 
el permiso que se confiere sobre un determina- 
do sector o terreno de playa y  otra cosa distinta 
es la patente o autorización municipal para 
ejercer en el lugar una actividad comercial o 
realizar una obra. La primera es otorgada por 
el Ministerio de Defensa y  la segunda por la 

3* Véase Resolucv5n N” 196, de 20 de agosto de 
1985. Comisión resolutwa. Revista de Derecho y  
Jurisprudencia, segunda parte. sección sexta. pggs 
149.151. 
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Municipalidad respectiva. De hecho, se estima 
beneficiosa una sana coordinación entre estos 
organismos para evitar incongruencias como la 
que el concesionario no pueda, por ejemplo, 
explotar la concesión que está autorizado, por- 
que la Municipalidad no le otorga la patente 
necesaria. Si no hay una adecuada coordina- 
ción entre los distintos organismos, se presen- 
tan incongruencias que constituyen un freno 
para el desarrollo marítimo. 

Un sistema de licitación de concesiones 
estructurado por las Autoridades Marítimas y  
los demás entes de la Administraciún promo- 
verá la libre competencia. estimulando un lim- 
pio juego de la oferta y  la demanda, y  dará 
oportunidad a los licitantes para ofrecer mejo- 
res y  más eficientes inversiones y  servicios, en 
beneficio de la comunidad. 

La licitación es el mejor medio, desde el 
punto de vista econúmico, pues procura que se 
le adjudique la concesión a quien otorgue ma- 
yores beneficios a la comunidad. Cabe consi- 
derar que no es conveniente llevar a cabo el 
sistema de licitación en aquellos sectores don- 
de no existe un gran interés para invertir en 
ellos o que es muy dificil hacerlo. 

b) Superficie para desamollar el objeto 
de la concesión: La concesión debe otorgarse 
sobre una superficie suficiente para desarro- 
llar la actividad para la cual fue concedida. 
considerando además la posibilidad de am- 
pliarse. 

c) Plazo de los concesiones: El plazo de 
las concesiones, de acuerdo a su objeto. debe 
ser de carácter indefinido o en su defecto lo 
más extenso posible, que pueda renovarse au- 
tomáticamente. y  que el derecho sea transferi- 
ble y  objeto de negociación. 

Como se ha dicho, el D.S. N” 660, de 
1988. del Reglamento sobre Concesiones Ma- 
rítimas. establece como norma general que las 
concesiones se otorgan por un plazo de cmco 
años, con la posibilidad de que se otorguen por 
plazos mayores de hasta 50 alio% dependiendo 
de la cuantía de los capitales. Sería convenien- 
te que el plazo fuera indefinido o al menos 
más largo, y  por cierto renovable en forma au- 
tomática, de manera que existiese pcrmanente- 
mente, por parte del concesionario, el incenti- 
vo a invertir en una ampliación y  mantención 
de su infraestructura. Desde un punto de vista 
de eficiencia econbmica se deben prefetir las 
concesiones por tiempo indefinido por sobre 
las concesiones cedidas por períodos de largo 
plazo, toda vez que por largo que dichos pla- 

zos sean, el incentivo para realizar inversiones 
se verá mermado mientras más se acerque el 
plazo de vencimiento de la concesión. 

d) Rentas o tarifas de las concesiones: Al 
establecer valores de cobro por las concesiones 
marítimas estos deben ser prudentes. ya que SI 
son excesivos no estimulan el desenvolvimien- 
to de estos proyectos y  el incremento de esta 
actividad económica, que interesa de sohrema- 
nera fomentar. Importante es resaltar que una 
concesión maritima, lejos de perseguir para el 
Estado una fuente de ingresos por concepto de 
derechos como tarifas ylo rentas, es inductora 
de progreso. de mano de obra, generauón de 
divisas e impuestos a la renta por el ejercicio 
de una actividad económica atractiva a nacio- 
nales y  extranjeros interesados en invertir en el 
territorio marítimo nacional. 

En aquellas concesiones nuevas que se 
establezcan, en las que se requiere de grandes 
inversiones. es conveniente considerar un pc- 
rfodo de gracia de al menos un año a objeto de 
facilitar y  estimular su instalación. 

La fijación de un orden institucional y  
legal aproplado. dentro del cual be incluyan 
medidas de fomento e incentivo tributario a laî 
empresas nacionales, dará un marco adicional 
de seguridad para atraer las inversiones que 
sean necesarias. 

CAPfTULO v 

IMPEDIMENTOS ADMINISTRATIVOS A 
LOS PRINCIPIOS DE CERTEZA JURIDICA 

Y AL DEBIDO PROCEDIMIENTO 

El derecho real de uso emana de la conce- 
sión y  reconociendo que tal derecho ha sido 
atribuido exclusivamente para que lo goce el 
concesionario con exclusu5n de otros, implica 
que puede ejercerse respecto de todas las per- 
sonas y  puede defenderse tamhiCn respecto de 
cualquiera que lo lesione. 

A) Frente a conflicros con la Administración 

El procedimiento concesional marítimo 
no consideró la vía contenciosa administrativa. 
ya que la instancia de reconsideración fue fi- 
jada sin ulterior recurso y  se encuentra radica- 
da en la Autoridad administrativa superior 
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concedente. que es el Ministro de DefensS 
Debe entenderse en lo referente al recurso que 
este es de carácter admmistrativo, ya que ob- 
viamente proceden las acciones judlciales que 
sean pertinentes. pues no se puede dejar sin 
recurso que ejecutar ante el Poder Judicial a un 
concesionario, ante un acto meramente admi- 
nistrativo de efectos esencialmente precarios y  
sujetos en todo momento al solo arbitrio de la 
voluntad de la Administración”n. 

Este sistema se aplica en nuestro país por 
determinadas autoridades admmistrativas que 
reúnen en sus manos la calidad de juez y  parte 
en casos que la ley le ha entregado su conoci- 
miento. Atentando en forma abierta al debido 
proceso, dándole inseguridad al inversionista a 
aventurarse en este tipo de proyectos donde 
exlTte la posibilidad que no pueda defender su 
derecho frente a la arbitrariedad de la Admi- 
nistración. 

No parece aconsejable mantener esta situa- 
ción, que tan serio menoscabo significa al Es- 
tado de Derecho, pues toda contención sobre 
bienes y  derechos es por esencia un asunto ju- 
dicial, propio del conocimiento y  decisión de 
los Tribunales de Justicia, únicos habilitados 
por la Constitución para dirimir contiendas 
entre partes, cualquiera sean estas, incluso el 
propio Estado o la Administración. 

Por las actividades que realiza el Estado, 
se producen desviaciones en su persecución 
del bien común. ya sea por elevar a nivel de 
derecho uno que no lo es, como de rebajar otro 
que sí tiene tal calidad. Por eso este debe Idear 
eticlentes mecanismos juridicos a fin de que. 
sin menoscabar la primacía del bien común. 
pueda al mismo tiempo tutelar debidamente 
los derechos de las personas. El mecanismo 
más perfecclonado ha sido, uertamente, Id po- 
sibilidad de que el cudadano, frente a un agra- 

3y Según se indica en el a? 9” inc 3”. art. 12 
inc. 2”. art 46 ,nc. 1” y  ari 52 ~nc 2”. del Regla- 
mento sobre Concesmnes Marftimas, fijado por De- 
creto Supremo(M) K” 660, de 198X 

a El xt. 2” de la Ley N” 18 575. de 1986, Or- 
gánica Constituuonal de Bases Generales de la Ad- 
rmnistración del Estado, señala: “Los órganos de la 
Administración del Estado someterdn su acción a la 
Constitución y â las leyes. Debe& actuar dentro de 
su competenaa y  no tendrSn más atribuciones que 
las que expresamente les haya conferido el 
ordenamiento Jurfdico. Todo abuso o exceso en el 
ejercuo de sus pateîtades dará lugar a las nccmnes 
y  recursos correspondientes”. 

vio o lesiún que le origine el actuar de la Ad- 
ministración, recurra ante los Tribunales de 
Justicia que, dotados de verdadera independen- 
cia e imparcialidad, fija el derecho o impone 
su decisión, cualquiera sea la naturaleza de la 
contienda o la calidad de las personas que en 
ella intervengan, aunque se trate de la propia 
Administracu5n. 

Por consiguiente, en el caso de declarar la 
Administración la caducidad de una concesión, 
cuando no existe acuerdo entre las partes, exi- 
ge el examen y  resolución previa de todas las 
cuestiones de hecho y  de derecho promovidas 
por las mismas como fundamento de sus accio- 
nes y  defensas, y  esta resolución previa, por su 
naturaleza. Incumbe exclusivamente a los trl- 
bunales. 

Por lo tanto, si la caducidad de la conce- 
s16n otorgada por la autoridad no ha sido de- 
clarada judicialmente. el concesionario no 
puede ser obligado a aceptar la caducidad de- 
clarada, tanto más si se considera que su dere- 
cho se encuentra amparado por la mwolatw 
lidad de la propredad, derecho del cual ~610 
puede ser privado por sentencia judicial o por 
expropiación por causa de utilidad púbhca4’. 

En un Estado de Derecho la verdadera ga- 
rantía de /os derechos de los ciudadanos es la 
existencia de tribunales cuya independencia e 
imparcialidad aseguren el imperio del dere- 
cho y  las libertades fundamentales de las per- 
sonas% 

Es cosa que en nuestro derecho no se dis- 
cute, que entre tanto no se establezcan por la 
ley los tribunales administrativos para conocer 
de las reclamaciones a que dieren lugar los 
actos o disposiciones arbitrarias de las auto- 
ridades políticas o administrativas. no puede 
perseguirse judicialmente y  por vía directa ia 
ilegalidad o Ineficacia legal de un decreto. 

En el supuesto que la Administración qer- 
m apremios ilegílimos sobre el concesionario, 
turbándole el goce del derecho concedido, me- 
diante amonestaciones que carezcan de funda- 
mento, para llegar a producir una futura cadu- 
cidad, o de alguna manera sea embarazado el 
ejeracio de su derecho, el concesionario puede 

4’ Vtase sn este capítulo, el N” 2 “En cuanto n 
la revocauón de la conces por el Estado y su 
mdemniración” 

4z SAAVEDRA ESPINOSA, Tito “Conces~o- 
nes Marftimas”, Memoria de Prueba, Universidad de 
Chile, Facultad de Derecho, p?íg. 87, 1981 
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utilizar los recursos de la vía administrativa. 
siendo la más recomendable el recurso adrn- 
nistrativo jertiquico. Así podra dirigirse di- 
rectamente a su superior administrativo, me- 
diante solicitud escrita o documentada, a fin 
de que este ordene instruir la investigación 
correspondiente y  haga cesar el presunto atro- 
pell&. 

B) Decreto Supremo N” 1 Bienes NacIonales, 
de 1996 

El 6 de agosto de 1996 se publicó en el 
Diario OficIaI el Decreto Supremo N” 1 del 
Ministerio de Bienes NacIonales, que 
reglamenta la aplicación del art. 13 del D.L. 
N” 1.939, de 1977, que tiene por objeto asegu- 
rar que las playas de mar, ríos o lagos puedan 
ser usadas por todos los chilenos. Esto cambia- 
rá la situación de las playas que, de una u otra 
forma, se utilizan privadamente. 

Este reglamento considera el estableci- 
miento gratuito de corredores de acceso a tra- 
vés de la propiedad colindante con las playas 
de mar, ríos o lagos, en caso de no existir otras 
vfas de acceso o caminos públicos al efecto, 
siempre y  cuando sea con fines turísticos y  de 
pesca. Y para su debido cumplimiento otorga 
al Intendente la facultad de fijar, prudencial- 
mente, las correspondientes vías de acceso a 
trav& del procedimiento que señala@ 

Sl bien es cierto, en Chile no existen legal- 
mente playas que puedan ser calificadas de 
privadas, sin embargo. esto no es razón para 
que se obligue a los propietatios ribereños a 
permitir el paso por su propiedad, pues se esta- 
ría vulnerando el derecho de propiedad en su 
esencia. 

El derecho de propiedad no puede limitarse 
por simples cambios de reglamentación de al- 
gunos organismos fiscales. El citado reglamen- 
to restringe este derecho al obligar a los pro- 
pietarios a ceder 0 autorizar el paso por sus 
terrenos. Este es un tema que deberfa exami- 
narse en el plano legislativo, en el entendido 
de que la Constitución reconoce el derecho de 
propiedad en su concepto m& amplio. El pro- 
blema de fondo parece estar en la incompren- 

43 SAAVEDRA ESPINOSA, Tmx “Conceao- 
nes Marítimas”, Memoria de Prueba, Universidad de 
Chile, Facultad de Derecho, pig 70, 1981. 

u Contraloria General de la República. Dicta- 
me” N” 6.162, de 16 de febrero de 1996. 

sión de la importancia del derecho de propie- 
dad para la preservación de la libertad y  otros 
derechos humanos, así como para la buena uti- 
lización de los recursos escasos, su adecuada 
mantención y  el desarrollo productivo del 
país. 

Los Estados generalmente están más inte- 
resados en conceder más derechos relativos a 
sus gobiernos, vulnerando de esta manera el 
derecho de propiedad. Es asi como en 1922 el 
juez estadounidense Oliver Wendell Holmes 
decretó: “que la regulación del gobierno no 
viola los derechos de propiedad a no ser que 
este fuera demasiado lejos”. Fue justamente 
esta impresión lo que hizo posible que poste- 
riormente los gobiernos fueran demasiado 
lejo+. 

Dentro del derecho de propiedad se consi- 
deran las facultades de uso. goce y  disposi- 
ción. Lógicamente cada confiscación parcial 
del derecho debe estar sujeta a una indemni- 
zación, en este caso el propietario tiene dere- 
cho, sin duda, a una compensación por la pér- 
dida de su derecho al ver limitada su facultad 
de disponer hbremente de bienes de su pro- 
piedad, lo que violada el principio de pro- 
piedad46. 

Con el objeto de resguardar el derecho de 
propiedad de los particulares que cuentan con 
terrenos riberefios que constituyen la más cer- 
cana vía de acceso a las playas. se deberia con- 
siderar, como único mecanismo. la expropia- 
ción de dichos corredores por el Ministerio de 
Bienes Nacmnales, sefíalándose expresamente 
que esto debe realizarse en conformidad a las 
disposiciones de la Constitución y  la Ley Or- 
gánica sobre expropiaciones. La propiedad 
privada es un derecho que la ley debiera pre- 
servar inequivocamente. Mas aún, en una ver- 
dadera democracia la Constitución y  la Ley 
deben orientarse ~610 a la protección de los 
individuos frente al poder estatal y  no corno 
ocurre en Chile donde, a veces por la vía de 

15 Diario “El Mercurio”, cuerpo B “Economía y 
Negocios”, “The Economist: Derechos de propledad 
en las playas”, Santiago, 14 de marzo de 1992 

4b “Tampoco la propxdad privada será confis- 
cada para uso púbhco. sin la justa compensación”. 
Concepto que deriva de John Locke, conocido como 
la “cláusula de las confiscaciones”. Diario “El Mw- 
curio”. cuerpo B “Economia y Negocios”, “The 
Economist: Derechos de propiedad en las playas”, 
Santiago, 14 de marzo de 1992 
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reglamentos, se violan derechos personales 
elementaW7. 

C) Respecto del derecho real de uso 

La propiedad o dominio, en sentido estric- 
to. es un vinculo real entre una persona y  una 
cosa corporal con el fin de usar, gozar y  dispo- 
ner libremente de ella, y  está definida en tal 
sentido en el art. 582 del C. Civil. Constitucio- 
nalmente se le protege en el art. 19 N” 24 de la 
Carta Fundamental, disposición que permite 
Imutarla e imponerle obligacmnes derivadas 
de su función social, pero que prohibe privar 
de ella. del bien sobre que recae o de alguno 
de sus atributos o facultades esenciales del do- 
minio sin la correspondiente indemnización. 

Este vínculo de la propiedad ha sido, igual- 
mente. en el ámbito privado, extendido a los 
“derechos”. pues según el art. 583 del C. Civil, 
también sobre los bienes incorporales *orno 
lo son los derechos según el arr. 565 del mis- 
mo Código-, existe “una especie de propie- 
dad”. La Constmxión, a su vez, protege la 
propiedad sobre los bienes incorporales en el 
art. 19 N” 24, inciso primero, al expresar que 
asegura “El derecho de propxdad en sus diver- 
sas especies sobre toda clase de bienes corpo- 
rales como incorporales” y  la somete a las mis- 
mas normas que las que garantizan el dominio 
sobre las cosas corporales. Además. el N” 23 
del mismo art. 19 asegura a todas las personas, 
como regla general. “La libertad para adquirir 
el dominio de toda clase de bienes”? 

47 Con fecha 5 de septiembre de 1996. miem- 
bros del Senado y de la Cáman de DIputados pre- 
sentaron, ante el Tribunal Consmucional, requeti- 
mientos por inconstitucionalidad del Decreto 
Supremo N” I del Ministerio de Bienes Nacmnales. 
siendo estos proveídos con fecha postermr a la en- 
trega de esta tws. Estos requerimientos concuerdan 
plenamente con lo expuesto en el desarrollo de la 
IBEIS, corroborando que este Decreto Supremo aten- 
la contra el derecho de propiedad de aquellas persa- 
nar; que cuentan coo terrenos riberefios 

4R BERTELSEN REPETTO, Raúl. Informe en 
Derecho. “Facultades de CONAF y Contaminación 
de Aguas en un Lago”. Revista Chilena de Derecho, 
Val. 19 N” 3, págs. 555.556, 1992. 

4y Recurso de protección. Corte de Apelaciones 
de La Serena. Martínez Soto, Patncla con Copatta 
Cbambelland. Michel. Rewsta de Uerecho y Juris- 
prudencia, tomo 89, N” 2, segunda parte, seccidn 
quinta. p&s. 75.78. 1992. 

No obstante, la extensión con que se prote- 
ge en Chile constitucionalmente la propiedad, 
ella no se extiende sobre toda clase de dere- 
chos, sino únicamente sobre los que tienen un 
contenido patrimonial. El concesionario no ex- 
plota la concesión en virtud de un acto de mera 
tolerancia de la autoridad, sino en razón de un 
derecho que le otorga la concesión, que se in- 
corpora a su patrimonio y  del cual no puede 
ser privado en virtud de un acto administrativo 
arbitrario, pues tal derecho se encuentra prote- 
gido por la garantia constitucional de la 
inviolabilidad de la propiedad. 

El art. 19 N” 24 de la Constitución. al ga- 
rantizar a todas las personas el derecho de pro- 
piedad, “en sus chversas especies”. natural- 
mente ha incluido en ellos el que se tIene 
sobre los bienes nacionales de uso público, 
para usar de ellos con arreglo a las leyes w 
gentes; y  el art. 948 del C. Civil otorga acuón 
popular para amparar estos bienes. En conse- 
cuencia. es procedente amparar su uso, por 
medIo del recurso de protección, ante cual- 
quier acto ilegal o arbitrario que impida, per- 
turbe o amenace dicho derecho”‘. 

A su vez el concesionario está amparado, 
frente a actos de terceros, por la Administra- 
ción concedente de acuerdo a los arts. 56 y  57 
del Reglamento sobre Concesiones h4arítl- 
mas, que permite requerir el auxilio de la fuer- 
za pública para el desalojo de ocupantes ile- 
gales. 5111 perjuicio de seguir las acciones 
judiciales que correspondan en caso de proce- 
der una indemnizaci6ns0. 

a) Acciones posesorias 

Siendo real este derecho de uso. el parti- 
cular que lo goza puede ejercitar acción pose- 
soria para conservar la posesión de su derecho, 
aun contra el Fisco mismo si este trata de 
perturbársela mediante un decreto que declara 
caduca la concesión sin la concurrenua de al- 
guna de las circunstancias expresamente pre- 
vistas en el Reglamento sobre Concesiones 
Marítimas. 

La querella de amparo tiene por obJeto 
conservar la posesión de bienes raices o dere- 
chos reales constituidos en ellos. En relación a 
las concesiones marítimas esta acción tiene la 

í0 SAAVEDRA ESPINOSA, Tito “Concesw 
nes Marítimas”. Memoria de Prueba, Umversidad de 
Chile. Facultad de Derecho, pQ. 71, 1981. 
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finalidad de conservar la posesu5n del derecho 
real de uso consagrado en el acto administrati- 
vo. En consecuencia, no infringe ninguna dis- 
posición legal la sentencia que acepta la que- 
rella de amparo deducida por el partxular en 
contra de la Administración que por sf y  ante 
sí declaró caducada la concesión. 

El art. 916 del C. Civil. junto con expresar 
el ObJeto de las acciones posesonas, establece 
el principio de que la posesión de los blenes 
raíces y  de los derechos reales constituidos en 
ellos se encuentra protegida por diversas ac- 
ciones; y  el art. 922 del mismo Código prescrl- 
be que el usufructuario. el usuario y  el que 
tiene derecho de habitackk, son hibiles para 
ejercer por sí las acciones y  excepciones 
posesorias dirigidas a conservar o recuperar el 
goce de los respectivos derechos, aun contra el 
propietario mismo. 

b) Prescripción 

El derecho real que detenta el particular o 
la persona jurídica que lo goza, puede transfe- 
rirlo, lo mismo que los dem6s de su especie, a 
otra persona, y  aun adquirirlo por prescripción 
sin que esto altere o modifique el derecho real 
de dominio que tiene el Estado sobre el bien 
nacional en que está radicado, porque lo que es 
imprescriptible es este último y  no el primero. 
Lo expuesto basta para demostrar que no se ha 
infringido ninguna de las disposiciones del Có- 
digo Clvil, porque todas ellas descansan en el 
principio Jurídico de que los bienes nacionales 
son imprescriptibles. y  aquí no se trata del do- 
minio de un bien raíz nacional, sino de un de- 
recho real constituido sobre una parte de un 
determinado biens’. 

Sin embargo, se debe considerar que el 
suelo que abarcan los bienes nacionales de uso 
público es de naturaleza opuesta a la de todos 
aquellos otros blenes susceptibles de ser ad- 
quiridos en posesión y  dominio por los parti- 
culares. En relación a esto. no procede acoger 
la prescripción fundada en la posesión de los 
terrenos porque esta se contrapone a la natura- 
leza y  condiciones de los bienes nacionales de 
uso público y  si bien sobre ellos pueden las 
autoridades competentes conceder a particula- 

5’ Corte Suprema. Casacldn en el fondo. cía 
de Salitres de Antofagasta con Fisco Revista de De- 
recho y  Jurisprudencia, tomo 22. N” 9, segunda par- 
te, sección primera, págs 563-567. 1926. 

res o comunidades el uso y  goce. para determl- 
nados aprovechamientos, en ningún caso tales 
concesiones confieren derecho de propiedad ni 
posesión y  ~610 otorgan una tenencia muy di- 
versa de la tenencia con ánimo de señor y  due- 
ño, única que habilita para adquirir las cosas 
por presctipcións2. 

2. En cuanto a la revocación de la concesión 
por el Estado y  su indemnización 

De acuerdo al Reglamento sobre Concs- 
siones Marítimas fijado por Decreto Supremo 
N” 660, de 1988, en su art. 54 establece que: 
“El Estado se reserva el derecho de poner tér- 
mino a cualquiera concesión que se otorgue de 
acuerdo a este Reglamento, sin responsabili- 
dad alguna para él”. Sin perjuicio de esto SC 
otorgará un plazo de gracia minimo equivalen- 
te a la dtkima parte del plazo por el cual se 
otorgó la concesión y, comenzará a contarw 
desde la fecha en que se transcrjba al conce- 
slonatio el correspondiente decreto en que se 
adopte la resolución, mediante carta certih- 
cada. 

El Estado se reserva además. según el art. 
55 del mencionado reglamento, el derecho de 
poner término a cualquiera concesión. sin ne- 
cesldad de expresar causa alguna y  sin estar 
obligado a otorgar plazo de gracia. Estas reso- 
luciones se adoptarán por decreto del Mimste- 
rio de Defensa Nacional (MI. En este caso los 
ConcesionarIos afectados tendrán derecho a la 
indemnización de pejmcios correspondientes 

Estos dos artlculos serán analizados con- 
juntamente por cuanto dicen relación con la 
facultad que otorga el citado Reglamento sobre 
Concesiones Marítimas, al Ministro de Defen- 
sa. para poner término a las concesiones ccdi- 
das por 61. Cabe señalar que el acto por el cual 
se pone término a dichas concesiones constitu- 
ye un acto revocatorio de la autoridad, por el 
hecho de volver sobre su propio acto. 

A) El acto revocatorio 

La autoridad facultada para dictar la revo- 
cación de una concesión marítima es la misma 
que dicta el decreto a través del cual se conce- 

52 Corte Suprema. Casacrdn en el fondo. Fwzo 
con Barnett y  Cía Revista de Derecho y  Junspm- 
dencla, toma 21, segunda parte. sección primera, 
p&s. 276.278, 1921. 
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de el derecho de uso sobre el bien de dominio 
público. Una vez declarada la revocaciún. cesa 
el derecho del concesionario de seguir ejer- 
ciendo la concesión, y, además, surge el dere- 
cho a solicitar la mdemnización por el daño 
patrimonial efectivamente causado, la que se 
deber8 fijar de común acuerdo o por sentencia 
dictada conforme a derecho por los Tribunales 
de Justicia. 

En las concesiones debe estimarse suben- 
tendida la facultad del Estado de revocar en 
cualquier momento, siempre que asi lo acon- 
seje el bien común que fundamenta este tipo 
de acción, de acuerdo a como lo exijan los 
Intereses generales de la Nación, la seguridad 
nacional y  la utilidad pública, sin que pueda 
renunciar en caso alguno a su facultad, porque 
es inalienable al poder reglamentario del Es- 
tado y  porque este no puede desprenderse de 
las atribuciones inherentes a su autoridad. La 
facultad revocatoria está radicada en el poder- 
deber del Estado de satisfacer el interts pú- 
blico. 

Decir interks público es lo mismo que de- 
cx necesidades públicas o colectivas, lo que 
lleva a hacer similar el fundamento de la revo- 
cación al fundamento de la expropiación por 
utilidad pública. De ahi entonces que se pue- 
de revocar un derecho de concesión o bien se 
puede expropiar ese mismo derechos3. 

La revocación es un acto unilateral del Es- 
tado, que no aludiendo razones de ilegalidad o 
de incumplimiento por parte del concesionario. 
sino que por razones de interés general. es de- 
cir, bien común, llevan a la autoridad a decre- 
tar la extinción del acto. No siendo necesario, 
para que opere, el consentimiento del conce- 
eonario por ser un acto eminentemente discre- 
cional de la Administración”. 

52 MARIENHOFF S., Miguel, estima que el 
derecho emergente sobre una concesión de uso so- 
bre el domimo público constituye una propiedad del 
concesionario. en el sentido constitucional de1 tér- 
mino. y  que el fundamento de Ia facultad revoca- 
toria de la Autoridad es anbloga al de Ia ewpropla- 
w5n por utilidad púbùca. En base a este fundamento 
surge el derecho del concesionario a ser indemniu- 
do, ya que dicha indemnización se impone como 
garantia consntucional de Ia inviolabilidad de la 
propiedad. Tratado de Derecho Administrativo, 
tomo III, pág. 411. Buenos Aires. 1960. 

51 SAAVEDRA ESPINOSA, TKO. “Concew- 
nes Madtunas”. Memoria de Prueba, Universidad de 
Chk. Facultad de Derecho, pág. 93, 1981. 

Al establecer la posibilidad de revocación 
de las concesiones marítimas por la sola YO- 
luntad del Estado significa que el rkglmen 
concesional ha considerado la terminaci6n 
unilateral, 0 lo que es lo mismo, contempla la 
posibdidad de modificar el acto administranvo 
dictado conforme a derecho. Si no existiera 
esta norma, le sería imposible a la autoridad 
volver sobre sus actos, la cual debe tener por 
finalidad darle un mejor uso al dominio públi- 
co no perdiendo la finalidad de los actos admi- 
nistrativos que es propender al bien común. 
Por consiguiente, ~610 se pueden modificar sus 
actos si la ley lo permite, siempre que esto 
signifique una mayor contribución al bien co- 
mún, pero esta finalidad no puede dañar al par- 
ticular en la medida que afecte derechos ingre- 
sados a su patrimonios5. 

Dictado por la autoridad el acto concesio- 
nal en favor de una persona, la Administra- 
ción, que dictó dicho acto, debería carecer de 
las potestades revocatorias para dejarlo sin 
efecto o modificarlo, pues habiendo conferido 
derechos al beneficiario desde el momento de 
ser notificado y  habiéndose incorporado a bu 
patrimonio, ellos se encuentran reconocidos 
por la propia Constituci6n56. 

Se la ha entregado a una norma del rango 
inferior, como son los decretos supremos, la 
facultad de invadir el campo de los derechos 
protegidos constitucionalmente. Por esta razón 
es que frente a los actos de la Admmistración 
que pretenden ir contra derechos adquiridos de 
terceros, no debe proceder nunca la revocación 
sino que debiera procederse a la expropiación, 

55 Si no existen antecedentes que Justifiquen la 
necesidad para revocar un acto admmistratwo pre- 
cedente, la decxión adminlstrawa que lo deja sm 
efecto aparece desprowta de fundamentacibn y  jun- 
to con ser acbmaria, su autor ha incurrido en desco- 
iuxlmiento de la normativa legal que lo obliga a 
mantener el acto primitivo no habiéndose moditica- 
do la situaci6n que originó su dictación. Recurso de 
Protección. Corte Suprema. Unidad Vecmal N” 13 
de la Comuna de San José de Maipo y  otra, contra 
Intendente de Ia Reglón Metropolitana. Revxta de 
Derecho y  Jurisprudencia, tomo 80, N” 2, segunda 
parte, sección quinta, pQs. 175.185, 1983. 

% Recurso de Protección. Corte de Apelaciones 
de Santiago Fantuzri Alliende, Maria y  otro contra 
Director Ejecutwo del Servxio Agrfcola y  Canade- 
ro, Revista de Derecho y  Jurxprudencm tomo 
82. N” 2, segunda parte, sección quinta. págs. 28% 
288, 1985. 
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acto elaborado no por la Admimstración smo 
que por el legisladors7. 

Si la Administración, al volver sobre sus 
actos y  en su actuar dalia los derechos adquiri- 
dos por los particulares, aun en procura del 
bien común, estariamos ante una organización 
social que no da seguridad a los privados, al 
no otorgar los medios idóneos para defender 
sus derechos adquiridos frente a la autoridad, 
ya que esta podrfa libremente decretar a su ar- 
bitrio la revocación de los actos administrati- 
vos, debiendo el particular sufrir el costo de 
satisfacer el bien común5s. 

B) De la expropiación y  su indemnización 

La expropiación deberá ejercerse en ca- 
sos de imprescindible necesidad, y  mediante 
decreto supremo fundado, el que expresará con 
exactihld las razones que justifiquen la expro- 
piación. Esta se someterá a las disposiciones 
y  procedimientos constitucionales y  legales 
pertinentes. Lo que se expropia no es el bien 
de dominio público que se otorgó al concesio- 
nario, pues sobre ellos el particular no tiene 
derecho de propiedad, sino lo que se expropia 
es el derecho de USO que tiene el concesIonario 
sobre un lugar especffíco. 

Asimismo, será procedente la expropiación 
siempre que el Estado ponga a disposición de 
la Administración un derecho privado o pú- 
blico, de tal manera que priva a un tercero de 
disfrutar de su derecho anteriormente adquiri- 
do. En tanto el Estado debe compensar me- 
diante la correspondiente indemnización la pri- 
vación sufrida por este particular. 

La indemnización consiste en la repara- 
ción del daño. y  esta opera bajo la existencia 
de dos presupuestos: uno, que la revocación 
sea por causas expresamente establecidas en la 
ley, lo que lleva implícito que será siempre el 
bien común, y  el otro, es que el Estado no está 
obligado a otorgar plazo de gracia. 

El derecho que emerge de una concesión 
de uso de dominio público constituye una pro- 
piedad del concesionario, en tanto que la revo- 
cación de la concesi6n por la Administración, 
es análoga a la expropiación por utilidad públi- 

)’ SOTO KLOSS, Eduardo, “La extinción de 
los actos administralivos y  la potestad revocatoria 
de la adminis&acidn” (algunas nociones elemenia- 
les), apuntes de clases de Derecho Admmstrativo, 
1983. 

ca. Siendo la Constituci6n la que garantira la 
inviolabilidad de la propiedad, es a través de la 
indemnizaciOn como se protege la privación de 
un derecho. 

Si el Estado altera discrecionalmente un 
derecho adquirido cumpliendo con los requisi- 
tos que establece la ley, produce un perjuicio 
y  es responsable de este. pesando sobre 61 la 
obligación de repararlo a través de una indem- 
nización. En cuanto a la procedencia de la in- 
demnización, es necesario determinar si los 
efectos del acto administrativo han pasado a 
formar parte del patrimonio del concesionario. 
Si esto ha ocurrido, el titular de la concesión 
está protegido en su derecho adquirido por la 
garantía constitucional del art. 19 N” 24, y  en 
caso de haber lesión de los derechos adquin- 
dos no procede la revocación sino que la ex- 
propiación con arreglo al inc. 3” del referido 
artículo. 

Los derechos subjetivos que la concesión 
confiere al particular no pueden ser descono- 
cidos. abrogados o violados, sin la correspon- 
diente indemnización. En tal evento, el be- 
neficiario de la concesión, lesionado en sus 
intereses patrimoniales, está plenamente auto- 
rizado para exigir la indemnización de los per- 
juicios que le hubieren sido irrogados. 

CAPíTULOVI 

USO ECONOMICO DEL SISTEMA 
DE CONCESIONES MARITIMAS 

1. Como polo de inversión atractiva para 
la empresa privada 

El uso económico del sistema de concesio- 
nes de bienes de dominio público debe ser una 
herramienta apta para incentivar la inversión 
de los particulares en estos tnenes para su ex- 
plotación en base a buenos proyectos económi- 
cos y  transformarse en un polo de desarrollo 
zonal o regional de importanciasy. 

Presentado un proyecto y  analizada su 
factibilidad, la Administración debe facilitar el 
camino para la obtención de la concesión, ya 

SR CUBILLOS SIGALL, Fehpe. “Concesiones 
Maritimasy, Memoria de Prueba, Universidad de 
Chile, Facultad de Derecho, pbg. 119, 1989. 

w SAAVEDRA ESPINOSA, Tito. “Conces~- 
nes Marítimas”, Memoria de Prueba, Universidad de 
Chile, Facultad de Derecho, p&. 50, 198 1. 
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que no se debe olwdar el objeto de los actos de 
la Administración que es el propender al bien 
común. Con la concreción de estas iniciativas 
se lograrán beneficios integrales en relación a 
nuevas fuentes de trabajo y  un mejor aprove- 
chamlento de nuestros recursos naturales, entre 
otros. 

Dichos proyectos dicen relación con diver- 
sas actividades, como la construcción de puer- 
tos, muelles o embarcaderos de pequeiias em- 
barcaclones turísticas. el fomento de la pesca 
industrial, artesanal o de afición, complejos 
turísticos, etc. Dentro de las líneas que se vi- 
sualizan con buenas perspectivas de desarrollo 
en estas actividades, en sus más variadas for- 
mas, es de gran importancia propiciar todas las 
proposiciones que en este orden de ideas se 
formulen a lo largo del territorio. 

a) Puertos 

Actualmente el sistema de concesiones 
presenta defxiencias significanvas en el marco 
regulatorio, lo que dificulta el desarrollo de un 
sistema portuario competitivo y  eficiente. 
Nuestros puertos son de tamafio reducido y  se 
encuentran localizados en areas urbanas que li- 
mitan su expansión. Los puertos son principal- 
mente estatales, lo que hace necesario que se 
abra a la inversión privada el desarrollo de 
nuevos frentes de ataque en los actuales puer- 
tos de la Empresa Portuaria de Chile, lo que 
~610 será posible con la creación de un marco 
regulatorio que permita un crecimiento diná- 
mico de la actividad empresarial y  de esta 
forma se incorpore masivamente el capital 
prwado al desarrollo de la infraestructura por- 
tuaria. 

En esta materia, cabe estudiar soluciones a 
los distintos problemas que se han suscitado en 
relación a los puertos estatales, planteándose 
algunas consideraclones como tener una es- 
tructura que permita la inversión privada en 
los puertos. establecer reglas que garanticen 
una competencia leal entre puertos privados y  
estatales y  permitir al sector privado el acceso 
a la construcción de nuevos puertos. 

A la Admimstración le mteresa que se in- 
vierta en infraestructura y  que la operación de 
los puertos sea eficiente en cuanto a que ayude 
al comercio internacional. En este sentido, de- 
biera estar consciente que en la medida que las 
economias de escala y  las condiciones natura- 
les lo permitan, un régimen de puertos compe- 
titivos sería conveniente para el pafs como un 

todo. Esto significa que la Autoridad debiera 
velar por crear las condiciones para que al sec- 
tor privado le interese participar, y  al mismo 
tiempo que ello ocurra en un ambiente donde 
pueda desarrollarse algún grado de compe- 
tencia, tanto entre puertos como al mtenor de 
ellos. 

Otro factor que atenta contra la Inversión 
privada dice relación con las tarifas que cobra 
Emporchi en algunos de sus puertos, ya que no 
responden a un criterio económico y  la razón 
fundamental para ello es que la empresa no se 
ve forzada a obtener una rentabilidad positiva 
por el capital invertido, como tendría que ha- 
cerlo un privado que invirtiera en puertos. 
Esto es grave si “no considera las grandes in- 
versiones que deben hacerse para construr un 
puerto? 

b) Obras complementarias 

Para fortalecer el esquema de inversión 
privada en los puertos, con el objeto de ofrecer 
un corredor expedito hacia los mercados del 
Asia y  hacer de Chile un corredor bioceánico. 
se hace necesario crear vfas de acceso a los 
puertos, ampliar sus carreteras, ferrocarriles. 
lugares de espera para la carga y  descarga. au- 
mentar el turismo, etc. Construir obras com- 
plementarias de infraestructura en áreas sub- 
urbanas y  próximas a los puertos, que hagan 
posible el estacionamiento de canuones para 
fines de inspección. depósito de contenedores 
vacios, etc. 

Se debe tener presente que la demora en 
efectuar inversiones para el desarrollo de esta 
clase de obras complementarias conducir& 
rremediablemente, en el futuro. a que las 
grandes empresas desestimen el empleo de un 
detennado puerto como punto de transferen- 
cia de carga, optando por otros terminales ma- 
rítimos, sean estos nacionales 0 extranjeros. 

c) Pesca 

La capacidad pesquera de nuestro país y  
el porvenir de su industria son auspIciosos. 
tanto por una demanda siempre creciente en el 
mercado internacional, corno para satisfacer 

Oo Libertad y  Desarrollo y  TASC, Trabajo de 
Asesotia para el Congreso. “El sector ponuario chl- 
lena, descripción. an&lisis y  propuestas”. Congreso 
Nacional, pág. 17, 1993. 
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nuestras propias demandas. El mar, fuente 
inagotable de recursos, es el escenario donde 
se desarrolla la industria pesquera, conside- 
rando que esta actividad equivale al 11.6%, en 
relación a las exportaciones totales naciona- 
les. Todavía queda mucho por hacer, como por 
ejemplo, incorporarse en forma organizada a la 
pesca de alta mar. más allá de nuestra zona 
económica exclusiva, la construcción de gran- 
des terminales pesqueros y  de puertos en zonas 
insulares como Isla de Pascua. entre otras. Lo 
expuesto hace aconsejable instar al desarrollo 
de la industria pesquera nacional. 

d) Acuicultura 

En igual sentido, la zona costera cobra par- 
tudar importancia respecto de las instalacio- 
nes necesarias para el desarrollo de la acuicul- 
hxa. en todas sus expresiones, como ya puede 
advertIrse en la zona de Chiloé. Sin embargo, 
nuestra capacidad potencial es mucho mayor, 
particularmente en la zona de los canales 
patagónicos y  fueguinos. Por eso que las ac- 
ciones que al respecto sean realizadas permiti- 
rían establecer una presencia más efectiva, me- 
diante centros poblados que intensifiquen la 
permanencia y  actividad marítima de nuestro 
litoral. 

e) Minería 

A este respecto. la explotación de minera- 
les en la zona costera constituye otro factor de 
interés, dada la existencia potencial en sus 
aguas aledaiias de arena, grava, diamantes, es- 
taño, minerales titámcos, sedimentos auríferos, 
fosforita, bauxita y  gas. De aquí que nuestro 
reto especificamente consiste en aprovechar 
estos recursos y. de este modo, intensificar 
nuestra presencia en el litoral. 

f> Centrales hidroelkctricas 

Otra actividad que habrfa que asumir en 
esta zona es la evaluación y  aplicación de 
las posibilidades futuras destinadas a obtener 
energía eléctrica de la diferencia de mareas 
que se producen en la zona oriental de la isla 
de Chiloé, asf como en la zona del estrecho de 
Magallanes que está ubicada al oriente de la 
Primera Angostura. En aquel sentido convie- 
ne tener presente que la Normandia francesa 
cuenta, desde hace ya varios años, con una 
planta de este orden. 

g) Turismo 

El mar, como medio de recreación, parece 
a simple vista ser una utilización secundaria, 
algo asf como un subproducto de esta enorme 
fuente de recursos de todo orden que recién 
comenzamos a entender. Sin embargo, es tam- 
bién importante, pues en ella se basa el tus- 
mo que, en los paises desarrollados, es una 
industria próspera y  productora de grandes en- 
tradas, a tal extremo que en algunos llega a ser 
la fuente principal de ingresos del Estado. 

Tenemos mucho que ofrecer al turista. 
pero nos falta aún desarrollar una infraestruc- 
tura que tomará tiempo en ser implementada y  
requeriti de inversiones iniciales fuertes. Pero 
sobre todo, nos falta una mentalidad de país 
turístico, sacando provecho a nuestro mar. 

El turismo plantea, a su vez, conflictos de 
carácter urbano que pueden ser solucionados 
mediante la coordinación de una politlca na- 
cional y  los planos reguladores intercomu- 
nales. Los conflictos generados en el borde 
costero de Viiia del Mar por la demanda inmo- 
biharia se repiten con menor Intensidad en las 
ciudades como La Serena, donde los habltantes 
ven perjudicados sus accesos al mar y  su vista 
por la preferencia que se le otorga al visitante. 
En el plano Internacional, el desarrollo de 
modernos complejos turisticos con gran capa- 
cidad hotelera tiende a emplazarse en zonas 
aisladas, alejadas de los centros urbanos. e%i- 
tando el modelo de edificios altos y  continuos 
que se levantan como murallones en el línute 
costero. Hay una preocupación del sector turís- 
tlco, donde se estima que es urgente legislar 
por el futuro del borde costero a lo largo del 
país, para evitar que se autorice construir allí 
en forma anacrónica. 

h) Deportes náuticos 

Se debe incentivar el otorgamIento de facl- 
lidades a las empresas proveedoras de equipos 
para la práctica deportiva man’tima y  la recrea- 
ción náutica, en especial a los astilleros que 
construyen diferentes clases de veleros, lan- 
chas, botes y  su equipamiento. También se 
requiere desarrollar una infraestructura cos- 
tera destinada a apoyar el desarrollo de estas 
prácticas. Dentro de ello cabe mencionar la 
construcción de atracaderos de yates y  lanchas 
-denomInadas marinas- además de la for- 
mación de escuelas náuticas, incluidas las edi- 
ficaciones necesarias. 
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i) Construcción naval 

Ante el incremento del comercio mundial y  
el mayor intercambio de productos, la cons- 
trucción naval tiende naturalmente a crecer y  a 
reemplazar sus unidades más antiguas. Esta 
industria posee un amplio efecto multiplicador 
de sus propias actividades y  de otras fuentes 
de producción nacionales que participan, sean 
como contratistas, subcontratistas o proveedo- 
res de equipos, piezas y  partes, tanto en la re- 
paración como en la modernización de naves. 
Lo anterior ha Inducido a la “aclones indus- 
trializadas a subvencionar sus astilleros, pues 
estos constituyen una industria de sintesis. que 
incluye todo un universo de actividades, bw 
nes y  servicios. 

2. Como estrategia de desarrollo nacional 

A) Política oceámca 

Debido a la estrecha relación que existe 
entre los objetIvos nacionales y  los objetIvos 
de la política oceánica, resulta indispensable 
establecer primeramente aquellos y  luego los 
propios de esta última. Hecho lo anterior es 
preciso compatibilizar los unos con los otros, 
en términos que los segundos resulten cohe- 
rentes con los primeros. 

La politica oceánica debe estar vinculada a 
los avances tecnológicos y  a los nuevos logros 
en materia de investigación y  educactón pro- 
pios de las ciencias del mar. Asimismo, es pre- 
ciso tener presente que debe existir necesa- 
riamente una eficiente coordinación entre los 
organismos y  servicios públicos y  prIvados 
que intervienen en la ejecución de la política 
oceánica chilena, lo que plantea la necesidad 
de considerar un mecanismo de integración 
nacional de todos los sectores intervinientes 
en ella. 

El problema debe ser planteado en tomo a 
la forma de organizar la Administración de 
este Estado marítimo. A lo menos pueden ser 
identificados dos criterios para buscar esta or- 
ganiaación. Uno, conocido por nuestra opinión 
pública. centrado en torno a un ente especlal, 
independiente, que coordine con mayor o me- 
nor amplitud el accionar de los diferentes tn- 
nlsterios y  servicios públicos sobre uno o 
m&s aspectos de los intereses marítimos. Esto 
puede tener la forma de un Ministerio del Mar 
o de un Consejo Administrador. Así podemos 
estimar como válida esta idea en la línea del 

criterio de buscar la soluciún en la modifica- 
ción de la organización estatal. Sobre este par- 
ticular, en el mundo hay Estados que han se- 
guido este camino con un grado relativo de 
eficiencia para la Administración de estos 
espacios, camino que aún no es wsualizado 
como realmente eficiente. El otro criterio para 
resolver la mejor forma de administrar un 
Estado marítimo se aparta de la modificación 
organizacional, para centrarse en la operativi- 
dad e interrelación de todas las personas y  en- 
tes que cubren la conducción y  la Admmlstra- 
ción del Estado, haciendo concurrir estos 
esfuerzos en una integración a los procesos de 
desarrollo que gecatan los entes estatales y  
particulares. Para esto, el requisito básico es el 
establecinnento de un amplio grado de libertad 
para todos los actores de este proceso. Es este 
criterio funcional el que se está tratando de 
buscar cuando se plantea la necesidad de im- 
pulsar la conuencia marítima y  realizar los es- 
fuerzos para mcrementarla. Aquí se trata de 
que todo cl sistema organizacional del Estado 
sea marítimo y  no ~610 una parte de el. Para lo 
anterior se requiere establecer la coordmación 
entre los diferentes elementos que en ella in- 
terwenen, por la vía de la visibn de conjunto 
que tienen que contener las leyes, los regla- 
mentos y  normas de relación que establezca 
ese mismo Estadoh’. 

Los objetivos oceanopolíticos chilenos 
debieran orientarse a ampliar el intercambio y  
cooperación económica transpacífica, intensi- 
ficando las relaciones comerciales, las inver- 
siones y  la transferencia de tecnologia, para así 
acrecentar nuestra participación en el tráfico 
marítimo consiguientemente y  en los proyectos 
relacionados con el comercio y  los recursos 
marinos. Tal ampliación e intensificación co- 
rrespondería efectuarlas con la participación 
de todos los sectores nacionales involucrados, 
en particular con aquellos más vinculados di- 
rectamente a los intereses oceánicos naciona- 
les. Del rmsmo modo, y  en un plano regional, 
sería del caso apoyar para estos efectos la Im- 
portante participación de los países del Pací- 
fico Sureste en su contribución al desarrollo 
oceanopolítico, como también a la armoniza- 
ción de los asuntos internacionales y  a la co- 
operación transpacífica. 

b’ MARTINEZ BUSCH, Jorge. “El temtorio 
oceánxo de Chile y  el desarrollo económxo naclo- 
nal”. Revista de Marina, No 816, pág. 444. 1993. 
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Para hacer realidad este proyecto se re- 
quiere reahzar un trabajo tendente a generar 
orientaciones destinadas a definir las relacio- 
nes internacionales en función del desarrollo 
marítimo nacional. estableciendo un conjunto 
de medidas económicas cuyo objeto sea incen- 
tivar la inversión y  la ocupación del territorio 
oceánico. Todo esto no podrá ser realizado con 
éxito si no se incorpora al quehacer nacional 
un plan educacional destinado a preparar y  en- 
sefiar a la juventud que vea en el mar el futuro 
de Chile. 

Lo anterior obliga a concebir, asimismo, 
dna adecuada y  equilibrada planificación entre 
su utilización económica y  la necesidad de evi- 
tar la degradación de los ecosistemas y  h8bitat 
marino y  costero. 

B) Politica de desarrollo socioeconómico 

La aparición de un Chile como Estado ma- 
ritimo para el siglo XX1 será una necesaria y  
quizá una ineludible formulación, entonces el 
problema girará en determinar de qué forma 
deben ser administrados los recursos que se 
originen de este desarrollo marítimo y  cómo, a 
su vez, hacer posible mantener este desarrollo. 

El comercio internacional. que constituye 
un elemento fundamental en la estrategia de 
desarrollo del país, es movilizado mayoritaria- 
mente a través de los puertos marítimos, Ile- 
gando a representar actualmente alrededor de 
un 60% del P.G.B. En tanto, que el buen fun- 
cionamiento del sistema portuario tiene vital 
importancia para mantener la fluidez del co- 
mercio internacional y  asi no entrabar el cre- 
cimiento del país62. En este contexto. un au- 
mento en la capacidad de la transferencia de 
mercadería de los puertos públicos depende 
fundamentalmente de un aumento de la infra- 
estructura, que se dificulta por la restricción 
presupuestaria fiscal. Para solucionar esto, de- 
bería profundizarse la participación del sector 
privado en las nuevas inversiones. 

Se requiere una mejor planificación estra- 
tégica del desarrollo nacional, lo cual nos lleva 
a seguir las tendencias modernas de globali- 
zaación de la economia y  el acelerado cambio 
tecnológico que hacen que la competitividad 

hz Libeaad y  Desarrollo y  TASC, Trabajo de 
aseroda para el Congreso, “El swtor portutio chl- 
leno: descripción, análisis y  propuestas” Congreso 
Nacional, pág. 4, 1993. 

mtemacional se sustente en la continua incor- 
poracibn de procesos ttcnicos, cuyos requk- 
tos son el aumento de la inversión productiva e 
infraestructura, asi como el mejoramiento de 
los sistemas de gestión y  organización. 

Necesitamos la creación de un sistema por- 
tuario moderno que permita mejorar nuestra 
competitividad como pafs, al mismo tiempo, 
constituya el principal elemento que facilita el 
ingreso al país de los bienes necesarios para 
el consumo y  la productividad interna, lo cual 
contribuirá a apoyar y  facilitar el desarrollo 
exportador. Este esfuerzo involucra no sólo el 
desarrollo portuario, sino que también el de di- 
versas actiwdades que presentan articulaciones 
productivas y  de servicios vinculados al mis- 
mo, como por ejemplo, comunicaciones. infra- 
estructura vial, transporte, servicios financie- 
ros y  seguros, turismo, etc. 

Se debe incentivar la creaciún de puertos 
privados, la subdivisión en empresas indepen- 
dientes y  autónomas de los puertos pertene- 
cientes al Estado con un sistema normativo ge- 
neral que cautele principalmente al empresario 
nacional, estableciendo procedimientos claros 
y  transparentes para la inserción en el sistema 
de inversionistas extranjeros. 

Es evidente que el pais tiene que moder- 
nizar tanto su infraestructura física como sus 
entes y  esquemas administrativos, lo que hace 
necesario acelerar el proceso de modemiza- 
ción de la Administración pública, particular- 
mente en lo relativo a las concesiones muíti- 
mas, disminuyendo la excesiva tramitación e 
intervención de los servicios. generando un 
factor de costo asociado. 

Debe existir una política nacional de desa- 
rrollo socioeconómico que no ~610 persiga ele- 
var la calidad de vida de quienes habitan yio 
trabajan en los centros urbanos; smo que tam- 
bien, entre otros fines, procurar crear las con- 
diciones adecuadas para impulsar el desarrollo 
del país. Ambos objetivos dependen en gran 
medlda que existan adecuadas vías de circula- 
ción, servicios sanitanos y  energéticos, equi- 
pamientos, comunicaciones, etc. 

Los diversos Servicios Públicos que con- 
forman la Administración del Estado deben ac- 
tuar en forma coherente y  coordinada, en aten- 
c16n a que todos persiguen la misma finalidad, 
cual es el bien común. 

Todo esto debe concluir en la determina- 
ción de políticas macroeconómicas estables y  
realistas en la materia que posibiliten la crea- 
ción de un marco institucional y  legal apropu- 
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do que dé seguridad para atraer las inversiones 
que sean necesarias, se deben incluir también 
medidas de fomento e incentivo tributario alas 
empresas que inviertan en esta área. 

CONCLUSIONES 

1’. La naturaleza juridica del vínculo que 
existe entre el Estado v  los bienes de dominio 
público no dice relackn con su titulandad. 
sino con su afectación, que está fundada en la 
finalidad de utilidad pública, de donde surgen 
potestades estatales. Este vínculo de índole pú- 
blico con respecto a las concesiones marítimas 
se ha entregado al Ministerio de Defensa Na- 
cional, Subsecretaria de Marina, dejando baJ0 
su tuición los bienes nacionales susceptibles 
de concesión maritima Tal accionar responde 
en un principio exclusivamente a necesidades 
estratégicas de la defensa nacional, situación 
que ha ido variando a travks de los aíios, ad- 
quiriendo gran importancia el uso económico 
de estos bienes, pero sin modlticar el espíritu 
que las inspiró. 

2’. La concesión, como acto de la Admi- 
nistraciún destinado a crear derechos a favor 
de los particulares y  como medio para conce- 
der el uso exclusivo de los bienes de dommm 
público en general, y  en especial los susceptl- 
bies de concesiones marítimas, permite com- 
patibilizar el interés del concesionario, para 
que realice en ellos las actividades de acuerdo 
al objeto de la concesión, y  satisfacer el interks 
público, posibilitando un adecuado aprovecha- 
miento de los recursos naturales, sin menosca- 
bo al bien común. Asi. a través de la concesión 
tanto los particulares como el Estado han en- 
contrado un medio eficaz para armonizar sus 
intereses. El acto concesional surge producto 
de un procedimiento reglado y  regulado por 
las normas del derecho administrativo. 

3’. La teoría de los derechos reales permite 
establecer la naturaleza jurídica que sobre el 
dominio público nace a favor de un particular 
a travts de la concesión, por lo tanto, se puede 
concluir que se trata de derechos reales que se 
qercen sobre una cosa y  de naturaleza admi- 
nistrativa, pues se hallan regulados por pnncl- 
plos del derecho administrativo. En virtud de 
esta naturaleza, la Administración no sólo 
otorga derechos, sino que también Impone de- 
beres que debe cumplir el concesionario, en 
virtud de la finalidad de la afectación de los 
bienes de dominio público que es el interés 

general de la comunidad. El principal derecho 
otorgado por la concesión maritima dice rela- 
ción con la pcwbilidad de usar el bien conce- 
dido, lo que siempre tendrá que tener una re- 
lación con la finalidad que Justifica su 
otorgamiento, los demás derechos seran acce- 
sorios. Asi corno la principal obligación dlce 
relación con que el uso de los bienes nactona- 
les sea armónico con el interés púbhco, pues 
de otro modo no habría tenido sentido alguno 
el otorgamiento de dicha concesión. por lo tan- 
to, debe considerarse subentendida la facultad 
del Estado de poner fin a la concesIón en cual- 
quier momento cuando no se cumpla con las 
obligaciones que genera el propio acto. 

4’. El Estado está al serviclo de la persona 
humana y  su finalidad es promover el bien co- 
mún, para lo cual debe dar seguridad y  protec- 
c16n a los derechos y  actividades económicas 
que desarrollan los particulares. Esto se logra a 
través del orden público económico que fija un 
marco que trata de conciliar las garantías cons- 
titucionales que giran en torno a la actividad 
económica y  las limitaciones que imponen las 
potestades públicas y  la actividad legislativa. 
Dentro del ordenamlento administrativo esta- 
tal, el Estado tiene la facultad del otorgamien- 
to de concesiones en general, y  en partxular 
las marítimas, las que deben estar supeditadas 
a la conveniencia del bien común, entre cuyos 
factores deben equilibrarse las necesidades 
socioeconómicas corno las de la defensa naclo- 
nal, hecho que no debe impedir un armóruco y  
correcto empleo de los recursos naturales 
del pais, pues es un deber ineludible del Esta- 
do incentivar un adecuado y  racional uso de 
los recursos naturales, para lo cual se deben 
crear las condiciones necesarias para posibili- 
tar la inversión en esta tiea, dando seguridad y  
amparando al concesionario a través de un SUS- 
tema legal que garantice los derechos de los 
particulares y  sus intereses, conciliados estos 
con las necesidades de la comumdad. 

5”. El derecho de uso emana de la conce- 
sión y  reconociendo que tal derecho ha sido 
atributdo exclusivamente para que lo goce el 
concesmnario con exclusión de otros, implica 
que puede ejercerse respecto de todas las per- 
sonas y  puede defenderse también respecto de 
cualquera que lo lesione. El procedumento 
concesmnal marítimo al establecer una instan- 
cia de reconsideración ante la rmsma autoridad 
concedente y  sm ulterior recurso, atenta abier- 
tamente al detxdo procedimiento, dándole in- 
seguridad al inversmnista a aventurarse en este 
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tipo de proyectos donde existe la posibilidad 
que no pueda defender su derecho frente a ac- 
tos arbitrarios de la Administración. El dere- 
cho que emerge de una concesión, constituye 
una propiedad del concesionario, en tanto que 
la revocación de la concesión por la Adminis- 
tración es aniloga a la expropiación por utili- 
dad pública. Siendo la Constituciún la que ga- 
rantiza la inviolabilidad de la propiedad no se 
puede entregar a una norma de rango inferior, 
como son los decretos supremos, la facultad 
de invadir el campo de los derechos protegidos 
constitucionalmente. Sin embargo, debe esti- 
marse subentendida la facultad del Estado de 
expropiar el derecho, siempre que asf lo acon- 
seje el bien común que fundamenta este tipo 
de acción, compensando al particular mediante 
la correspondiente indemnización por la priva- 
ción de su derecho. 

6”. Debido a la imporlancia de las conce- 
siones marítimas en el desarrollo económico y  
social del psis es necesario primero determinar 
los objetivos nacionales para luego fijar los 
objetivos de la política ocetiica, de manera de 
organizar la Administraciún, para que el uso 
económico del sistema de concesiones de bie- 
nes de dominio público sea una herramienta 
apta para incentivar la inversión de los priva- 
dos en ellos, transformándolos en un polo de 
desarrollo. Por lo tanto. los bienes del Estado 
deben ser manejados en forma tal que, sin des- 
cuidar lo relativo a la seguridad nacional, su 
control no entrabe la aplicación oportuna de 
ellos. Asimismo, la Administración con todas 
sus facultades debe facilitar el camino para la 
obtención de la concesión, a través de la crea- 
ci6n de un marco regulatono que permita un 
crecimiento dinámico de la actividad marítima, 
y  de esta forma incorporar masivamente el ca- 
pital privado a este desarrollo, para lo cual es 
necesaria una eficiente coordmación entre los 
organismos y  servicios públicos y  privados 
que intervienen en esta área. Todo esto debe 
concluir con el establecimiento de un conjunto 
de medidas económicas cuyo objeto sea in- 
centivar la ocupación y  desarrollo del territorio 
oceánico, sobre la base de la fijaciún de un 
marco institucional y  legal apropiado que d6 
seguridad a los futuros inversionistas. 
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